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PRESENTACIÓN 
 
Señores miembros del Jurado de tesis de la Facultad de Derecho y Ciencias 
Políticas de la Universidad Privada Antenor Orrego.- 
 
             De conformidad con lo establecido en el Reglamento de grados y títulos; y 
a efecto de optar el título profesional de abogado, presento a vuestros integrantes 
la presente tesis titulada:  
 
“Problemáticas jurídicas en torno al proceso inmediato por flagrancia”. 
Por el presente trabajo de investigación lo que pretendo es poner en 
manifiesto un tema sumamente discutido en dogmática y praxis judicial, puesto 
que incluso ha sido objeto de debate por sobresalientes doctrinarios y operadores 
jurídicos del proceso penal peruano; dicha investigación se centra en determinar la 
problemática subsistente en el proceso inmediato por flagrancia puesto que; lejos 
de la eficacia y celeridad procesal, resulta en ciertos contextos jurídicos 
contraproducente con la finalidad del proceso mismo. 
 
Nuestra investigación está orientada a establecer los problemas reales 
inmersos en la práctica judicial que avalen nuestra postura, además de formular 
propuestas que regulen el tema antes mencionado a fin de garantizar la finalidad 
de la esencia del proceso inmediato.  
 
No obstante, invoco su comprensión por los errores involuntarios que 
pudiera contener este trabajo; sin embargo, con espíritu investigador presentamos 
nuestro punto de vista, con lo que espero aportar de alguna manera sobre esta 
controversial materia. 
 
Espero que el presente trabajo de investigación satisfaga vuestras 
expectativas.   
 
                                                                                        La autora. 
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RESUMEN 
 
 
La presente tesis se centra en el análisis de tres problemáticas en torno al proceso 
especial por flagrancia, la vulneración al derecho a la autonomía del Ministerio 
Público, la mantención de la detención del imputado hasta la realización de la 
audiencia de incoación de proceso inmediato sin que medie pedido de prisión 
preventiva y la necesidad de discutir la tipicidad e imputación necesaria antes de 
dicha audiencia, en ese sentido se formuló el siguiente enunciado del problema: 
¿Cómo el mecanismo de simplificación procesal, proceso inmediato, salvaguarda 
las garantías del mismo en los casos de flagrancia?, a lo que se respondió: “El 
mecanismo de simplificación procesal, proceso inmediato, salvaguarda las 
garantías del mismo en los casos de flagrancia, siendo la incoación facultativa; 
prohibiendo la detención del imputado hasta la realización de la audiencia de 
incoación del proceso cuando no se haya requerido prisión preventiva; y 
llevándose a cabo una audiencia de control de legalidad de la detención en la cual 
se debata sobre la tipicidad e imputación necesaria”; se buscó como objetivo 
general, determinar cómo el mecanismo de simplificación procesal, proceso 
inmediato, salvaguarda las garantías del mismo en los casos de flagrancia. Se 
hizo el análisis de este problema a partir de lo expuesto por la doctrina y sobre 
todo por la jurisprudencia nacional, para poder llegar a comprobar nuestra 
hipótesis y arribar a las conclusiones planteando las recomendaciones pertinentes. 
 
Palabras claves: Proceso inmediato, flagrancia, derecho a la libertad, principio de 
legalidad. 
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ABSTRACT 
 
 
The present thesis focuses on the analysis of three problems related to the 
special process due to flagrancy, the violation of the right to autonomy of the 
Public Prosecutor's Office, the maintenance of the detention of the accused until 
the opening of the opening hearing for immediate proceedings without With the 
request for preventive detention and the need to discuss the type and imputation 
necessary before said hearing, in that sense the following statement of the 
problem was formulated: How the mechanism of procedural simplification, 
immediate process, safeguards its guarantees in cases of flagrancy ?, to which 
he replied: “The mechanism of procedural simplification, immediate process, 
safeguards its guarantees in cases of flagrance, being the optional initiation; 
prohibiting the detention of the accused until the hearing of initiation of the 
process is carried out when no preventive detention has been required; and 
carrying out a hearing to control the legality of the detention in which the type 
and imputation necessary are debated ”; The general objective was to determine 
how the procedural simplification mechanism, immediate process, safeguards its 
guarantees in cases of flagrance. The analysis of this problem was made from 
what was stated by the doctrine and especially by the national jurisprudence, in 
order to be able to verify our hypothesis and arrive at the conclusions by 
presenting the pertinent recommendations. 
 
 Keywords: Immediate process, flagrance, right to freedom, legality principle. 
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1. EL PROBLEMA 
 
1.1 PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA: 
 
El código procesal penal vigente a partir del año 2006 en el Perú está 
conformado por un proceso común y siete procesos especiales (Neyra, 
2015). El proceso común, estructurado por tres etapas: la investigación 
preparatoria, la etapa intermedia y el juicio oral. Los procesos especiales 
con procedimientos específicos en cuanto a su estructura, pero teniendo 
siempre como base al proceso común (Oré, 2016). 
 
Dentro de los procesos especiales centraremos nuestra investigación en 
uno de ellos: el proceso inmediato; esto es, aquel que tiene como finalidad 
la eficacia procesal y busca la celeridad en la tramitación del proceso 
(Neyra, 2015) y, cuya incoación debe ser solicitada por parte del fiscal 
penal, en casos de flagrancia delictiva, suficiencia de elementos de 
convicción, confesión del imputado y además los delitos de conducción en 
estado de ebriedad e incumplimiento de obligación alimentaria; siendo el 
Juez de la investigación quien deberá aprobar dicho requerimiento fiscal, 
debiendo, luego de ello, el fiscal formular acusación y dirigirla al juez del 
juicio oral, quien dictará auto de enjuiciamiento y autos de citación a juicio, 
realizando el juicio y determinando la culpabilidad o inocencia del 
acusado.   
 
El proceso inmediato, que como se dijo, tiene como finalidad resolver los 
casos con prontitud y celeridad, encuentra su punto débil, en que muchas 
veces su pretexto de buscar dicha celeridad en la resolución de conflicto 
penal (San Martín, 2016), se rompen o atentan contra determinadas 
garantías que rigen el proceso penal en su conjunto. 
En ese contexto, un primer problema tiene que ver con la obligatoriedad 
de solicitud de incoación del proceso inmediato; explicando ello 
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diremos que, resulta necesario determinar si la existencia del proceso 
inmediato obligatorio a raíz de la modificatoria del artículo 446 del código 
procesal penal, vulnera la autonomía del Ministerio Público. Esto es, 
identificar si el tránsito de ser facultativo a tener carácter obligatorio 
desvirtúa las funciones del Ministerio Público como un ente 
constitucionalmente autónomo (Guardia, 2016)1.  
Como se sabe este proceso especial, en un inicio, tenía como 
características ser facultativo, es decir, la fiscalía podía decidir si optaba, 
en los supuestos que la ley establece, por solicitar la incoación del 
proceso inmediato o, por seguir el proceso según las normas del proceso 
común (San Martín, 2016); sin embargo, a partir de la puesta en vigencia 
del decreto legislativo Nº 1194 del 30 de agosto de 2015, se reformó el 
artículo 446 del código procesal penal, instaurándose la obligatoriedad 
de la fiscalía –en los supuestos que la ley establece- de solicitar la 
incoación del proceso inmediato, bajo apercibimiento de responsabilidad 
administrativa.   
La constitucionalidad de la obligatoriedad del proceso inmediato, ha 
querido ser salvada, vía interpretación por parte del Acuerdo plenario 
extraordinario 2-2016 CJ/116, sosteniéndose que, por ejemplo, si no 
existen elementos suficientes no debiera solicitarse su incoación, o el 
acusado puede previamente celebrar un principio de oportunidad o 
acuerdo reparatorio. Ello no es posible porque sería una interpretación 
contra lo que la ley expresa. Desde nuestro punto de vista, y tal y como lo 
han hecho saber algunos jueces supremos en sus votos singulares2, el 
artículo 446 del código procesal penal, lo que hace es obligar e imponer 
al fiscal solicitar el inicio de proceso inmediato vulnerándose con ello la 
autonomía del Ministerio Público regulada en el artículo 158, así como la 
facultad regulada en el artículo 159 en concordancia con el artículo 61 del 
                                                          
 
1 Fundamento Jurídico propio de los señores jueces supremos Rodríguez Tineo, Salas Arenas e 
Hinostroza Pariachi, sobre la legitimidad de requerir obligatoriamente la incoación del proceso 
impuesta al Ministerio Público. 
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código procesal penal que establecen que al ser el titular de la acción 
penal, es a este ente (Ministerio Público) al que le corresponde el diseño 
de la estrategia de la investigación, la misma que debe armonizar con el 
respeto de los derechos de todas las partes del proceso; esto es, debe ser 
el fiscal encargado del caso, quien en la causa particular debe decidir el 
inicio del proceso inmediato o la continuar un proceso común. Que el 
legislador haya configurado como obligatoriedad de la fiscalía de solicitar 
el proceso inmediato constituye una flagrante intromisión en la autonomía 
de esta institución de derecho público.  
Así pues, en ese sentido se ha pronunciado la corte Suprema “…Tal 
exigencia u obligatoriedad de incoación, vulnera el principio constitucional 
de autonomía del Ministerio Público que el artículo 158 de la Constitución 
Política del Perú le otorga como titular en el ejercicio de la acción penal en 
tanto que el inciso 1, del artículo 61 del Código Procesal Penal atribuye al 
fiscal, independencia de criterio como estratega en el proceso, por lo que 
le corresponde elegir la vía más idónea para la consecución de los fines 
del procesamiento; pudiendo por tanto requerir el inicio del encausamiento 
inmediato cuando razonadamente considere se encuentren cumplidos los 
fines de la investigación”(Acuerdo plenario extraordinario 2-2016 
CJ/116) 
No hay que olvidar que el ordenamiento legal se debe elegir en absoluta 
concordancia y respeto de la Constitución; así pues, el artículo 158 de la 
constitución establece que el Ministerio Público es autónomo, ello quiere 
decir que, es un ente constitucional que solo debe atar su funcionamiento 
a la ley y la constitución y no debe obedecer a presiones de los poderes 
públicos o algún otro órgano constitucional (Bernales, 1996). En suma, el 
Ministerio Público debe decidir, por ser titular de la acción penal, si solicita 
proceso inmediato o se inicia el proceso común, en palabras de la Corte 
Suprema “de considerar (el Ministerio Público) que la vía inmediata no es 
adecuada para el caso en concreto por presentarse complejidades 
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normativamente previstas o fácticas, más allá de las estrictamente 
normativas, puede motivadamente, promover el proceso común o el que 
corresponda, aun cuando se den los supuestos para el inicio del proceso 
inmediato, sin que ello implique responsabilidad funcional en su 
actuación”.  
Otra problemática que se abordará es la ampliación de la detención 
del imputado, hasta la realización de la audiencia de incoación de 
proceso inmediato, cuando la fiscalía no ha requerido prisión 
preventiva; esto es, el fiscal debe – según la norma- solicitar el inicio del 
proceso inmediato ante el Juez de Investigación preparatoria, y, en ese 
mismo requerimiento de incoación de proceso inmediato puede, de ser el 
caso, requerir la imposición de una medida de coerción (prisión preventiva, 
comparecencia con restricciones), ante ello el Juez, debe realizar la 
audiencia dentro de las cuarenta y ocho horas, debiendo mantener 
detenido al investigado, hasta la realización de la audiencia, haya o no el 
Fiscal requerido la medida de coerción personal de prisión preventiva. 
Así las cosas, si el fiscal solicita la incoación del proceso inmediato, 
estando detenido el investigado, habiendo requerido el fiscal la prisión 
preventiva, resulta imperioso mantener la detención del investigado hasta 
la realización de la audiencia única de incoación del proceso inmediato, 
pues, sería ilógico otorgar al imputado libertad, ya que se fugaría; sin 
embargo, el problema se presenta cuando el fiscal, estando el 
investigado con una detención en flagrancia o por detención 
preliminar judicial, solicita la incoación de proceso inmediato pero 
sin que requiera la imposición de una prisión preventiva, en ese 
caso, no tendría por qué el imputado seguir en estado de detención 
hasta la realización de la audiencia de dicha audiencia. 
La doctrina ya se ha manifestado al respecto, así Celis Amaya sostiene 
que “el problema radica en que no se comprendió que vencido el plazo de 
24 horas el ciudadano detenido debe ser puesto a disposición de la 
8 
 
autoridad judicial –garante de la libertad– con una finalidad 
constitucional: el control constitucional y legal de la detención para evitar 
detenciones arbitrarias, decidir la corrección de ésta.” Continúa el profesor 
explicando que “…es urgente la tarea impostergable de configurar la 
operatividad de una audiencia de control de la legalidad de la detención. 
La realización de esta audiencia es un imperativo constitucional; se pone 
al detenido a disposición de la autoridad judicial, para evitar privaciones 
arbitrarias de libertad de los ciudadanos” (Mendoza, 2017), en el mismo 
sentido se pronuncia el profesor Gonzalo Del Rio, para quien el derecho 
libertad se lesiona cuando, sin necesidad real de obligación o sujeción al 
proceso a un investigado se le tiene detenido hasta por el plazo máximo 
de cuarenta y ocho horas más la detención en flagrancia de cuarenta y 
ocho más (artículo 2. 24 f. de la Constitución) (Del Rio, 2014). 
Una interpretación a partir de lo que señala Cesar San Martín, para quien 
“el requerimiento de incoación de proceso inmediato hace las veces de 
disposición de formalización” (San Martín, 2016), entonces nos conduce a 
pensar que tal y como sucede en el proceso común, solo es necesario 
acompañar a la formalización de la investigación el requerimiento de 
prisión preventiva (artículo 236. Inciso 2) y mantener al detenido, cuando 
se solicita dicha medida de coerción (artículo 268 del Código Procesal 
Penal), por lo que, si hace una interpretación sistemática, lo mismo 
debiera suceder con la incoación del proceso inmediato, que a su 
requerimiento se acompañe el de prisión y se mantenga detenido al 
imputado, cuando se ha solicitado, justamente, la prisión preventiva. Lo 
mismo se ha sostenido en el Expediente N° 0666-2018- JR-PE-04 Cuarto 
Juzgado de investigación preparatoria en flagrancia SEDE CENTRAL- 
HUARAZ), en donde el Juez se pronunció sobre la ausencia de necesidad 
de mantener la detención del imputado, cuando no se había solicitado 
prisión preventiva, pues ello lesionaba el derecho a la libertad.  
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Un último problema que merece tratarse es la necesidad de realizar un 
control de imputación necesaria y tipicidad dentro de la discusión sobre la 
legalidad de la detención en flagrancia (obligatorio con el Decreto 
Legislativo 1298), pues la flagrancia, es un estado que se aúna a la 
comisión de un delito, el mismo que debe estar debidamente detallado en 
el requerimiento de incoación y no de forma genérica, pues ello lesionaría 
el principio de imputación necesaria; en ese sentido sostenemos que, tal y 
como la afirman la Casación 724-2015 Piura “…en lo atinente a la 
imputación necesaria, su análisis se corresponde con el principio de 
intervención indiciaria y, por tanto, el delito -es evidente que si los cargos 
no son concretos y no definen, desde las exigencias de imputación 
objetiva y subjetiva, todo lo penalmente relevante, no pasará…”, ello 
quiere decir, que sin una imputación concreta no podemos empezar el 
análisis de la flagrancia como estado, por lo que su discusión se tornará 
imposible, ya que si la conducta incriminatoria no es clara, el estado de 
esa conducta , esto es, la flagrancia, tampoco se podrá apreciar con 
claridad.  
En ese mismo sentido, con respecto a la tipicidad, pues, si no existe delito 
no es posible por lógica consecuencia hablar del estado de flagrancia en 
la comisión del delito, en ese sentido conforme lo advierte la casación 564-
2016 Loreto, “La apariencia de delito es un presupuesto… cuyo alcance 
es definido no solo desde una perspectiva sustantiva (que el hecho 
imputado esté regulado en la normativa penal y que sea subsumible en 
ella según criterios objetivos y subjetivos…En esa medida, la evaluación 
del hecho debe realizarse conforme con los criterios propios de la teoría 
de la imputación objetiva y subjetiva, en cuanto al análisis de la probable 
realización del injusto penal”. Ello, en suma, quiere decir, que no habrá 
flagrancia de un delito si la conducta no es constitutiva de delito, por ello 
es necesaria esa discusión previamente al contradictorio de la legalidad de 
la detención. 
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1.2.   ENUNCIADO DEL PROBLEMA: 
 
¿Cómo el mecanismo de simplificación procesal, proceso inmediato, 
salvaguarda las garantías del mismo en los casos de flagrancia?  
1.3. HIPÓTESIS: 
 
El mecanismo de simplificación procesal, proceso inmediato, salvaguarda 
las garantías del mismo en los casos de flagrancia, siendo la incoación 
facultativa; prohibiendo la detención del imputado hasta la realización de la 
audiencia de incoación del proceso cuando no se haya requerido prisión 
preventiva; y llevándose a cabo una audiencia de control de legalidad de 
la detención en la cual se debata sobre la tipicidad e imputación necesaria. 
1.4. JUSTIFICACIÓN: 
 
La investigación encuentra se justifica, debido a que, es necesario que las 
normas procesales de los procesos penales, respeten las garantías 
fundamentales de los sujetos procesales, debido a que estamos en un 
Estado Constitucional de Derecho, en ese sentido, se propone en esta 
investigación que el proceso inmediato, no puede so pretexto de buscar 
eficacia, limitar o vulnerar derechos. 
 
1.5. OBJETIVOS: 
 
1.5.1. OBJETIVO GENERAL: 
 Determinar cómo el mecanismo de simplificación procesal, 
proceso inmediato, salvaguarda las garantías del mismo en 
los casos de flagrancia. 
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1.5.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS: 
 
 Explicar por qué el proceso inmediato debe ser facultativo 
para fortalecer la autonomía del Ministerio Público. 
 Determinar que la detención del imputado solo se debe 
mantener si existe un requerimiento fiscal de prisión 
preventiva.  
 Establecer la importancia de analizar la tipicidad y la 
imputación necesaria antes de discutir la procedencia del 
proceso inmediato. 
 
1.6. VARIABLES: 
 
 
1.6.1. Variable independiente: 
 
El proceso inmediato por flagrancia. 
1.6.2. Variable dependiente: 
 
Salvaguarda de las garantías procesales. 
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CAPÍTULO II 
MARCO TEÓRICO 
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ANTECEDENTES:  
 
 “Razones Jurídicas para determinar la inconstitucionalidad del 
proceso inmediato en el Perú”; Tesis elaborada por Silva Alva, 
Roxana Del Carmen, en la Escuela de post grado de la Universidad 
Antonio Guillermo Urrelo; Cajamarca, 2018. El autor concluye en esta 
investigación que “este Decreto Legislativo (del proceso inmediato) es 
inconstitucional por cuanto vulnera el derecho a la debida defensa, 
atenta contra el derecho al Debido Proceso en la realidad y contraviene 
a la Autonomía Fiscal”. El autor, aunque de forma parcial y sin ahondar 
mucho en relación a la autonomía del Ministerio Pública, no se centra 
en la obligatoriedad, sino en la imposibilidad de un ejercicio fiscal en el 
proceso mismo, no para su inicio” 
 
 “La implicancia del proceso inmediato por flagrancia delictiva al 
principio acusatorio y al derecho a no ser juzgado en un plazo 
razonable”, Tesis elaborada por Carrasco Meléndez, Adolfo, para 
optar el grado de abogado; Universidad Nacional de Huánuco. El autor 
concluye en esta investigación que “al ser un proceso exprés o de 
justicia rápida impide que las partes puedan ejercer sus facultades y 
que su por tanto restringe su campo de actuación en el proceso”. Esta 
investigación nos sirve para entender que al ser obligatorio el proceso, 
el fiscal así no se encuentre preparado igual deberá afrontar este 
proceso, cuando existe, en el caso concreto, mejor protección en el 
derecho de las partes en el proceso común.  
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SUB CAPÍTULO 
I 
EL PROCESO INMEDIATO 
 
1. ALCANCES DEL PROCESO INMEDIATO 
El proceso penal, por diversas particularidades, no puede afrontar de la misma 
manera todos los casos. Ello ha llevado a la regulación de vías diversas al 
proceso común que permitan afrontar los casos de manera racional y eficiente. 
En efecto, bien sea porque el proceso ordinario no satisfacía las exigencias en 
determinados supuestos o bien porque no era el más idóneo para afrontar 
casos particulares, el legislador se ha visto en la necesidad de regular 
“procesos especiales” para solucionar determinadas relaciones jurídicas 
materiales(Moreno, 2010). 
Dentro de los procesos especiales se han regulado mecanismos de 
aceleración o agilización del proceso penal. Según Talavera Elguera, 
examinando el Derecho comparado, se pueden hallar tres grupos de 
instrumentos jurídicos de aceleración del proceso; los que suponen la 
eliminación total o casi total del proceso, los mecanismos alternativos de 
solución de conflictos (oportunidad, transacción, mediación penal); los que, a 
través de la supresión de ciertas etapas procesales, implican el acortamiento 
del proceso; y los que si bien mantienen todas las etapas del proceso, realizan 
una reorganización del procedimiento(Talavera, 2004). 
En esta línea, como era de esperarse, producto de la reforma procesal penal, 
el legislador peruano ha optado por regular una serie de procesos especiales 
que permitan afrontar eficientemente estos casos particulares. Así, uno de 
estos mecanismos es el proceso inmediato, que, como veremos, al omitir 
determinadas etapas, es un mecanismo de simplificación procesal que opera 
cuando existe una evidente ausencia de necesidad de realizar la etapa de la 
investigación preparatoria, de un lado, y la etapa intermedia, de otro. 
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Ello, desde luego, resulta razonable e, incluso, aconsejable en determinados 
casos, siempre que -y esto hay que enfatizarlo- sea compatible con los 
derechos fundamentales del imputado, ya que en un Estado constitucional 
estos se imponen frente a la simplificación procesal. 
Ahora bien, se afirma que el proceso inmediato encuentra sus bases o su 
inspiración en el giudizio immediato regulado en el Códice di Procedura 
Penale italiano de 1988. Sobre este punto, conviene precisar que este cuerpo 
normativo distingue entre dos procedimientos especiales: de un lado, el 
giudizio direttissimo -juicio directísimo- y, de otro, el giudizio immediato -juicio 
inmediato-. 
Según Silva de Vilela, citado por San Martín, el primero, en resumen, es una 
facultad del fiscal para llevar al imputado directamente ante el juez del juicio 
cuando el imputado ha sido detenido en flagrancia y el arresto ha sido 
convalidado por el juez (art. 449 del mencionado cuerpo legal), si la 
convalidación no opera, el juez devolverá los actos al fiscal para que continúe 
con el proceso común; no obstante, aun en ese caso -no opera la 
convalidación-, sí es posible que proceda este proceso especial cuando el 
acusado y el fiscal lo consienten (inc. 2 de la disposición indicada); asimismo, 
procede el juicio directo cuando el imputado ha confesado la comisión del 
delito durante el interrogatorio, salvo que perjudique gravemente a la 
investigación (inc. 5). El juicio inmediato, por su parte, prescinde de la vista 
preliminar y se acude directamente al juicio. El fiscal solicitará su aplicación al 
juez cuando considera que existe prueba suficiente, salvo que perjudique 
gravemente a la investigación(San Martin, 1999). 
En atención a lo desarrollado en el párrafo precedente, observamos que no es 
exacto que el proceso inmediato se haya inspirado en el giudizio immediato, 
pues este procede únicamente cuando exista evidencia probatoria suficiente 
que aconseja acudir directamente al juzgamiento. En todo caso, el proceso 
inmediato encontraría su inspiración tanto en el giudizio direttissimo y 
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giudizioinmediato (Neyra, 2015),aunque, naturalmente, y como debe ser, 
tenga ciertas diferencias, las que se hacen más evidentes con la entrada en 
vigencia del D. Leg. N° 1194, que ha modificado sustancialmente al proceso 
inmediato, conforme lo veremos líneas más abajo. 
Finalmente, es importante mencionar que la estructura del proceso inmediato 
establecido por el CPP de 2004 sufrió un cambio significativo, conforme lo 
apreciaremos durante el desarrollo de esta institución, con ocasión de la 
dación del D. Leg. Nº 1194, ya que no solo se ha establecido que dejará de 
ser una facultad para convertirse en obligatorio, sino también se ha 
establecido el procedimiento que se debe seguir desde su incoación hasta su 
conclusión. 
 
2.  CONCEPTO 
El concepto inmediato es un proceso especial que, en favor de la celeridad 
especial, obvia la fase de investigación preparatoria propiamente dicha y la 
etapa intermedia cuando se presentan determinados supuestos; es decir, 
luego de culminar con las diligencias preliminares, por las características 
particulares de los casos materia de investigación, se acude, en mérito a este 
proceso, directamente a la fase de juzgamiento. 
En palabras de la Corte Suprema, se trata de un proceso especial y de una 
forma de simplificación procesal que busca evitar -sobre todo en aquellos 
casos que, por sus propias características, no hacen falta mayores actos de 
investigación- los trámites innecesarios. 
En efecto, debido a que ya en las diligencias preliminares o treinta días 
después de formalizada la investigación se ha establecido suficientemente la 
realidad del delito y la intervención del imputado en su comisión, bien porque 
hay flagrancia, el imputado ha confesado o existen elementos de convicción 
suficientes, el legislador ha considerado infructuoso seguir el proceso común; 
en consecuencia, en estos casos lo que corresponde es -siguiendo esta 
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lógica- la aplicación del proceso inmediato, que permite obviar tanto la etapa 
de investigación preparatoria propiamente dicha como también la etapa 
intermedia. 
Esta institución -del modo en que está regulado, tanto más con las 
modificaciones que ha sufrido, conforme lo veremos párrafos más abajo- está 
enfocado únicamente en que el fiscal cuente con todos los elementos de 
convicción necesarios para acudir directamente al juicio, mas no se preocupa 
por la situación del imputado, quien podría quedar en palmaria indefensión por 
no contar con el plazo ni con los medios necesarios para preparar su defensa. 
 
3.  FINALIDAD 
Tiene como finalidad, como puede desprenderse de su concepto, la 
simplificación de las etapas del proceso penal común, entre ellas la etapa de 
diligencias preliminares, investigación preparatoria y etapa intermedia, 
desarrollándose solamente la etapa de juzgamiento. 
De esta manera, el proceso inmediato tiene como propósito brindar una pronta 
solución a los conflictos de relevancia penal, siempre, claro está, que nos 
encontremos dentro de los supuestos en los que procede este proceso. En 
palabras de Sánchez Velarde, permite abreviar al máximo el procedimiento al 
“(…) evitar que la etapa de investigación preparatoria sea una etapa ritualista 
e innecesaria, dándole la oportunidad al representante del Ministerio Público 
de formular directamente acusación y que ésta sea aceptada sin la necesidad 
de realizar la audiencia preliminar de la etapa intermedia” (Sánchez, 2014). 
Incluso se ha llegado a afirmar que se trata de una “celebración anticipada del 
juicio oral” y que, por ello, este proceso es en el que se aprecia “con mayor 
nitidez el objetivo de buscar la simplificación y celeridad del procedimiento 
ordinario” (Neyra, 2015). 
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En concreto, el proceso inmediato es un mecanismo de simplificación procesal 
cuyo propósito es que, en determinados casos, se concluya, a través de la 
omisión de las etapas procesales, con prontitud el proceso penal, ya que así lo 
recomienda el principio de economía procesal. Se trata de un proceso especial 
en el que no operan los criterios de consenso ni la entidad del delito, pues lo 
determinante es que estemos bien ante una detención en flagrancia, ante la 
confesión del imputado o bien ante suficientes elementos de convicción que 
permitan al fiscal alcanzar el estándar de prueba -sobre la comisión del delito y 
su autor- que le permita acudir directamente al juicio. 
Finalmente, es importante destacar las palabras de Sánchez Velarde, quien 
incluso ha llegado a afirmar que “La flagrancia y el proceso inmediato generan 
una respuesta positiva al clamor social de justicia y aporta a la seguridad 
ciudadana”. Resulta discutible esta afirmación, pues no entendemos cómo el 
proceso inmediato pueda contribuir con la seguridad ciudadana, tanto más si 
opera ya una vez que se ha cometido el delito, de un lado, y no ser el 
mecanismo indicado para cumplir con tal propósito, de otro. 
4. FUNDAMENTO 
Si bien en la doctrina se puede advertir el fundamento del proceso inmediato, 
lo cierto es que el no existir propiamente una exposición de motivos del 
Código Procesal Penal de 2004 -pues el documento al que algunos autores 
(Vásquez, 2015) hacen alusión no puede ser calificado como tal- es difícil 
determinar las razones concretas y el propósito que buscaba -de suma utilidad 
al momento de afrontar los problemas aplicativos que pudiera presentar la 
institución- el legislador al momento de regular este proceso especial. 
Es pertinente mencionar que, en la supuesta exposición de motivos, por lo 
demás, no se hace referencia al proceso inmediato. Tan solo se afirma, de 
modo general, que el propósito del CPP de 2004 es “dotar al Estado de las 
herramientas necesarias para que cumpla con su obligación de llevar adelante 
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un proceso rápido y eficaz, que conlleve a la dación de una sentencia que 
redefina el conflicto generado por el delito satisfaciendo las legítimas 
expectativas de sanción y resarcimiento y, de otro lado, que la imposición de 
una sentencia se efectúe con irrestricta observancia de las garantías que 
establecen los Tratados Internacionales de Derechos Humanos que norman 
un procedimiento penal en un Estado democrático”. Se agrega que “Razones 
de política legislativa, presentes también en la legislación comparada, 
orientadas a evitar la congestión procesal y la saturación del sistema de 
justicia penal ordinario, han determinado que conjuntamente con el proceso 
común se regulen una gama de vías alternativas (…) y, de otro lado, los 
procesos simplificados desarrollados bajo el principio de consenso”. 
De lo expuesto, es importante destacar que llevar a cabo un proceso rápido y 
eficaz -como es el caso del proceso inmediato- no significa el abandono de las 
garantías constitucionales o convencionales que le asisten al procesado, pues 
claramente se expone en el documento aludido -como no podía ser de otro 
modo- que se debe emitir una sentencia en estricta observancia de los 
derechos fundamentales. En efecto, la abreviación o agilización del proceso 
penal en modo alguno importa el sacrificio de los derechos propios de un 
Estado Constitucional. Tener en claro este aspecto será de gran valía cuando 
analicemos los supuestos de procedencia del proceso inmediato. 
El D. Leg. N° 1194, que vino a modificar el proceso inmediato, sí contiene una 
exposición de motivos en la que se mencionan las razones que han 
fundamentado la regulación de este mecanismo. Así, se afirma que “La 
importancia y utilidad de la aplicación del proceso inmediato radica en su 
grado de intervención y naturaleza (…) ofreciendo un tratamiento 
procedimental simplificado y eficaz frente al delito flagrante”. 
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En estricto, el proceso inmediato se fundamenta, en palabra de la Corte 
Suprema, en la facultad que tiene el Estado de organizar la respuesta del 
sistema penal con criterios de racionalidad y eficiencia. 
En suma, el proceso inmediato halla su fundamento jurídico en el principio de 
economía procesal, según el cual la respuesta penal debe realizarse con 
ahorro de esfuerzo, dinero y tiempo. Ello permite pues brindar una respuesta 
oportuna a la víctima, de un lado, y resolver la situación jurídica del imputado 
dentro de un plazo razonable, de otro. Y lo fundamental para que ello suceda 
es que se halle un equilibrio entre eficiencia -presente en la mayoría de las 
reformas procesales- y las garantías de los justiciables. 
 
5. EL FISCAL COMO SUJETO LEGITIMADO PARA REQUERIR LA 
APLICACIÓN DEL PROCESO INMEDIATO: DE UNA FACULTAD A UN 
DEBER 
Resulta evidente, dentro de nuestra legislación, que el único sujeto legitimado 
para realizar el requerimiento de proceso inmediato es el fiscal, por ser el 
titular del ejercicio de la acción penal pública. 
Lo anterior significa que solo será posible la aplicación de este proceso en 
aquellos casos en los que el ejercicio de la acción penal es pública y 
semipública. Ello viene corroborado con la existencia del proceso especial por 
delito de ejercicio privado de la acción penal. 
En consecuencia, a diferencia del giudizio direttissimo italiano, en el que en 
uno de los supuestos es importante el consentimiento del imputado (art. 449.2 
del Codicie di Procedura italiano), en la legislación peruana es nula la 
intervención del imputado de cara a instar el proceso inmediato, lo que 
realmente no presenta inconvenientes si se le permite el ejercicio de todos sus 
derechos. 
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Un aspecto que sí resulta problemático es el cambio normativo que varía la 
facultad de promover el proceso inmediato por un deber para hacerlo en 
aquellos supuestos que la ley regula. Y como se trata de un deber, incluso se 
ha dispuesto que el fiscal, por no plantear el proceso inmediato, pueda ser 
sancionado (art. 446.1 CPP de 2004). 
De entrada, consideramos que esta modificación restringe indebidamente la 
facultad discrecional del fiscal de decidir si acude o no a la institución del 
proceso inmediato. Reducción que podría traer, sin duda, graves 
consecuencias de cara al debido ejercicio de la acción penal, así como al 
respeto de los derechos fundamentales del imputado. 
Efectivamente, imponerle al fiscal que debe solicitar la vía del proceso 
inmediato en todos los supuestos regulados en el inciso 1 del artículo 446 del 
Código Procesal Penal de 2004 supone pensar que en todos esos casos ya no 
hay necesidad de realizar ninguna diligencia adicional, cuando no 
necesariamente es así. Reducir la facultad discrecional -que no significa 
arbitrariedad- del fiscal importa que este no tenga la posibilidad de que, en 
función a cada caso en concreto, decida lo mejor para ese caso en particular, 
teniendo en cuenta la eficiencia de la investigación, de un lado, y el resguardo 
de los derechos fundamentales, de otro. 
También es posible que esta modificación legislativa genere dificultades para 
el fiscal, ya que acudir al proceso inmediato podría suponer que este no 
alcance el grado de conocimiento que se exige para iniciar el juicio. Y es que 
para la formalización de la investigación preparatoria se requiere “Indicios 
reveladores de la existencia del delito (…)” (art. 336.1 CPP de 2004), mientras 
que para emitir la acusación -sin la que no se puede pasar a la etapa del 
juicio- se necesita de elementos de convicción suficientes (arts. 349. 1.c y 
344.2.b CPP de 2004). El problema se presentaría cuando el fiscal acude al 
juicio porque el caso se encuentra dentro de los supuestos de procedencia del 
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proceso inmediato y, sin embargo, no se cumple con el estándar para ir 
directamente al juicio y, desde luego, mucho menos para la emisión de una 
sentencia condenatoria. 
Como se sabe, el Ministerio Público es un organismo constitucional que tiene 
el monopolio del ejercicio público de la acción penal, promoviendo de oficio, o 
a petición de parte, la acción penal (art. 159.1 Const. y art. 60 CPP de 2004) y 
conduciendo la investigación del delito (art. 159.4 Const.). Es decir, el ejercicio 
público de la acción penal es discrecional y le corresponde exclusivamente al 
Ministerio Público. 
La modificación legislativa del proceso inmediato no supone, claro está, que el 
fiscal pierda la facultad de ejercer la acción penal, pues aun cuando se le 
impone acudir a este proceso especial, lo que está haciendo es ejercer la 
acción penal. Donde sí se advierte que existe una limitación o restricción es en 
permitirle al fiscal que decida, de acuerdo a cada caso en concreto, sobre cuál 
es la vía procedimental más idónea para llevar adelante el proceso penal. En 
efecto, desde el momento en que se estableció que el fiscal debe promover el 
proceso inmediato en aquellos supuestos legalmente establecidos, se le 
recortó la facultad de elegir que la vía procedimental. Es decir, en los 
supuestos de procedencia del proceso inmediato la única posibilidad que 
tendría el fiscal para ejercer la acción penal es a través de este proceso 
especial. 
Sin embargo, algunos autores consideran que el cambio del verbo rector 
“podrá” por el “deberá”, no presenta ningún cuestionamiento, porque en 
definitiva será el fiscal quien calificará si los supuestos de procedencia del 
proceso inmediato se presentan en un determinado caso, de modo tal que, si 
no se presentan estos supuestos, no está obligado a promover el proceso 
inmediato, por lo que deberá seguir con el proceso común(Sánchez, 2016). 
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En palabras de San Martín Castro, quien parece ser partidario de la 
modificación legislativa, cambiar el requerimiento del proceso inmediato de 
facultativo a imperativo ha tenido como propósito garantizar su aplicabilidad. 
Manifiesta este autor que el carácter facultativo estaba sujeto a requisitos 
legales muy precisos, “de modo que frente al juicio de admisibilidad, 
procedencia y fundabilidad del juez para aprobarlo el fiscal [optaba] por evitar 
su incoación”(San Martin, 2015). 
 
6. SUPUESTOS DE PROCEDENCIA DEL PROCESO INMEDIATO 
Normativamente se establece cuáles son los supuestos que deben concurrir 
para que el fiscal tenga la facultad -tenga el deber, a partir de la entrada en 
vigencia del D. Leg. 1194- requerir la incoación del proceso inmediato. 
Así, el artículo 446 del Código Procesal Penal de 2004 establecía que el 
proceso inmediato podía -ahora debe- aplicarse cuando: 1. El imputado ha 
sido sorprendido y detenido en flagrante delito; 2. El imputado ha confesado la 
comisión del delito; o 3. Los elementos de convicción acumulados durante las 
diligencias preliminares, y previo interrogatorio del imputado, sean evidentes. 
En estos tres supuestos -que aún son los mismos después de la modificación 
legislativa- existía la posibilidad de que el fiscal discrecionalmente decida 
incoación del proceso inmediato. 
Sin embargo, con ocasión del D. Leg. N° 1194, lo anterior cambió 
significativamente. Y es que no solo la facultad se convirtió en obligación, sino 
que también se estableció que procedía inexorablemente en los delitos de 
omisión de asistencia familiar y los de conducción en estado de ebriedad o 
drogadicción, en los que, se entiende -porque de otro modo no se concebiría 
su regulación independiente-, poco interesa que estemos ante la existencia de 
la flagrancia, que el imputado haya confesado o que haya suficientes 
elementos de convicción. 
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De cara a profundizar en el estudio de los supuestos mencionados, a 
continuación, nos ocuparemos de analizar cada uno de ellos de forma 
independiente. 
6.1. El imputado ha sido sorprendido y detenido en flagrante delito (art. 
446.1.a CPP de 2004) 
En su redacción originaria este supuesto de procedencia del proceso 
inmediato solo establecía: “el imputado ha sido sorprendido y detenido en 
flagrancia”. Con la modificación, se ha incorporado la siguiente expresión: “en 
cualquiera de los supuestos del artículo 259”. 
Esta modificación, a nuestro juicio, no es baladí, puesto que tiene serias 
implicancias de cara a la procedencia del proceso inmediato. Efectivamente, 
se advierte, pues, que el artículo 259 del CPP de 2004 -que regula los 
supuestos de detención policial, que ha sufrido varias modificaciones-presenta 
cuestionamientos porque establece casos de flagrancia que no son 
compatibles con la Constitución. 
Para sostener lo afirmado, es necesario recurrir a las múltiples sentencias del 
Tribunal Constitucional en las que ha cuestionado a determinados supuestos 
de flagrancia. Así, en el caso Chipulina, estableció que para que exista 
flagrancia es necesario que concurran dos elementos: “a) la inmediatez 
temporal, es decir, que el delito se esté cometiendo o que se haya cometido 
momentos antes; y b) la inmediatez personal, es decir, que el presunto 
delincuente se encuentre en el lugar de los hechos, en el momento de la 
comisión del delito y esté relacionado con el objeto o los instrumentos del 
delito”. 
Siendo ello así, resulta difícil afirmar que en el supuesto de flagrancia regulado 
en el artículo 259.3 del CPP de 2004 -el agente ha huido y ha sido identificado 
durante o inmediatamente después de la perpetración del hecho punible, sea 
por el agraviado o por otra persona que haya presenciado el hecho, o por 
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medio audiovisual, dispositivos o equipos con cuya tecnología se haya 
registrado su imagen, y es encontrado dentro de las veinticuatro horas de 
producido el hecho punible- se cumpla con los elementos de la inmediatez 
temporal y personal, que, por tratarse de la restricción del derecho 
fundamental a la libertad, deben ser evaluadas con suma rigurosidad, puesto 
que la posibilidad de error es muy alta si se confía en la memoria de las 
personas, así como el riesgo de la posible manipulación de los equipos 
audiovisuales u otros. En estos casos lo más recomendable sería que se 
solicite, de ser el caso y en tanto se cumplan con los presupuestos, una 
medida de coerción personal contra el presunto responsable del hecho 
delictivo. 
Sobre este supuesto de flagrancia, el Tribunal Constitucional ha sostenido que 
“la Constitución Política del Estado no alude en absoluto al supuesto de 
‘cuasiflagrancia’, por lo que no puede habilitarse subrepticiamente supuestos 
de detención no contemplados constitucionalmente (…)”. Asimismo, este 
órgano ha afirmado que capturar a una persona luego de diez horas de 
ocurridos los hechos no cumple con el requisito de inmediatez temporal, de 
manera que no puede considerarse legitima la detención por flagrancia. 
Los cuestionamientos son mayores cuando se trata del supuesto de flagrancia 
regulado en el artículo 259.4 del CPP de 2004 -el agente es encontrado dentro 
de las veinticuatro horas después de la perpetración del delito con efectos o 
instrumentos procedentes de aquel o que hubieren sido empleados para 
cometerlo o con señales en sí mismo o en su vestido que indiquen su probable 
autoría o participación en el hecho delictuoso-, esto es, de la presunción de 
flagrancia, dado que supondría justificar que personas que posiblemente no 
participaron en el hecho delictivo puedan ser detenidos bajo el supuesto de 
flagrancia. Pueden existir muchos casos en los que la persona tenga bienes 
de supuesta procedencia ilícita sin que necesariamente hayan participado en 
la comisión del delito, de modo que su detención -al amparo de la 
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cuasiflagrancia, no reconocida, por lo demás, por nuestra Constitución- sería 
ilegítima, tanto más si no se cumple ni con la inmediatez temporal ni personal. 
En este sentido, el Tribunal Constitucional ha afirmado que no puede ser 
considerada válida la detención que se sustenta en mera sospecha policial. 
De este modo, a nuestro parecer, es un despropósito que se haya ampliado la 
posibilidad de que el proceso inmediato también se aplique en estos 
supuestos de “flagrancia”. Y es que, si este proceso de por sí ya tiene serios 
cuestionamientos, permitir que se aplique en aquellos casos en los que es 
discutible que estemos ante una flagrancia en sentido estricto no hace más 
que sumarle fundadas críticas, que podrían llevarlo a deslegitimarlo -sí es que 
ya no lo está- por completo. 
Ahora bien, los que están a favor de que el proceso inmediato opere de 
manera mecánica o automática en todos los casos de flagrancia -sin que 
importe su clasificación- afirmarán seguramente que existe una audiencia en 
la que se discutirá si estamos realmente ante una flagrancia que justifique 
acudir directamente al juicio. Ante ello, conviene formular la siguiente 
pregunta: ¿resulta razonable esperar hasta la realización de la audiencia para 
determinar si hay flagrancia?, ¿no es posible acaso que ello desde un inicio, 
sin esperar a que se realice la audiencia, lo determine el fiscal?, ¿o el fiscal no 
está capacitado para decidir, discrecionalmente, si debe acudir a un proceso 
inmediato por el supuesto de flagrancia? Lo dicho es aún más criticable 
cuando se advierte que, durante el tiempo que demore instalar la audiencia, el 
imputado estará detenido. A estas consecuencias puede llevar la limitación de 
la discrecionalidad del fiscal. 
Finalmente, nos preguntamos si de lo que se trata es de ampliar el proceso 
inmediato, ¿procedería cuando se trata de un arresto ciudadano (art. 260.1 
CPP de 2004)? En principio, la respuesta tendría que ser positiva, pues es 
claro que en estos casos de aprehensión también nos encontramos ante 
supuestos de flagrancia; sin embargo, normativamente no está permitida; 
además, podría generar serios problemas para determinar si estamos 
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realmente ante una flagrancia, por lo que no es recomendable que opere en 
estos casos, salvo que el fiscal, luego de analizar rigurosamente, considere 
que sí hay flagrancia. Para que ello suceda, la incoación del proceso 
inmediato debe ser una facultad y no de un deber, pues le otorga un margen 
de discrecionalidad al fiscal para decidir. 
6.2. El imputado ha confesado la comisión del delito 
Normativamente, se observa que el artículo 160.1 del Código Procesal Penal 
de 2004, define brevemente a la confesión como aquella admisión por parte 
del imputado de los cargos que se formulan en su contra, es decir, se trata de 
una admisión voluntaria del imputado sobre su participación en la perpetración 
de un delito (Neyra, 2015). 
Naturalmente, para que tenga valor probatorio y pueda, en consecuencia, 
fundamentar la aplicación del proceso inmediato, la confesión debe cumplir 
con determinados requisitos legalmente previstos en el artículo 160.2 del CPP 
de 2004, los cuales son: “a) Esté debidamente corroborada por otro u otros 
elementos de convicción; b) Sea prestada libremente y en estado normal de 
las facultades psíquicas; c) Sea prestada ante el juez o el fiscal en presencia 
de su abogado; y d) Sea sincera y espontánea”. 
 
En este sentido, la Corte Suprema ha manifestado que la presunción de 
inocencia exige: “(…) que cuando se trata de la prueba de confesión, ésta no 
solo ha de ser verosímil y prestada con todas las garantías, sino que se 
corrobore con otros elementos de convicción, pues no configura en sí misma 
una prueba autónoma con entidad para enervar la presunción de inocencia. 
 
6.3. Los elementos de convicción acumulados durante las diligencias 
preliminares, y previo interrogatorio del imputado, sean evidentes 
Estaremos ante este supuesto cuando de las diligencias preliminares o dentro 
de los 30 días de la investigación preparatoria se advierta con claridad la 
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existencia suficientes elementos de convicción que permitan alcanzar un 
estándar de prueba que permita acudir directamente al juicio. Es decir, deben 
existir “elementos de convicción suficientes” que vinculen al imputado con la 
comisión del delito (arts. 349.1.c, y 344.2. b). 
No solo es necesaria la existencia de suficientes actos de investigación que 
sustenten la existencia del hecho punible, también hace falta que sea evidente 
a los ojos del fiscal la responsabilidad penal del imputado contra quien se 
solicita la aplicación del proceso inmediato. Es decir, debe concurrir evidencia 
tanto sobre los hechos como sobre la responsabilidad del imputado. La 
ausencia de uno de ellos determinará que no se pueda acudir a este proceso. 
SAN MARTÍN CASTRO, afirma que para aplicar este supuesto de proceso 
inmediato es necesario que se presenten “actos de investigación o actos de 
prueba pre constituida que permita establecer, de modo cierto, claro, patente y 
manifiesto, la realidad del delito y la vinculación del imputado con su 
comisión”. 
En definitiva, el fiscal debe estimar que, con los actos de investigación que ha 
realizado hasta ese momento, ha alcanzado el estándar de prueba suficiente -
evidencia delictiva sobre los hechos delictivos y sobre la responsabilidad del 
imputado- que le permita acudir inmediatamente al juicio, por lo que es 
innecesario seguir con la etapa de investigación. 
 
6.4. Delito de omisión de asistencia familiar y de conducción en estado de 
ebriedad o drogadicción. 
Adicionalmente, con la reforma se han incorporado dos supuestos en los que 
procede el proceso inmediato, sin que sea necesaria la presencia de los 
supuestos prescritos en el artículo 446.1 del CPP de 2004. En el inciso 4 de 
esta disposición se establece que “el fiscal también deberá solicitar la 
incoación del proceso inmediato para los delitos de omisión de asistencia 
familiar y los de conducción en estado de ebriedad o drogadicción (…)”. Como 
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puede advertirse, poco interesa en estos delitos que estemos ante la 
existencia de la flagrancia, que el imputado haya confesado o que haya 
suficientes elementos de convicción, pues si así fuera encuadrarían 
perfectamente dentro de los tres supuestos que han existido desde siempre. 
Pese a ello, ¿considerará el legislador que en éstos delitos siempre estaremos 
ante la presencia de suficientes elementos de convicción, de manera que no 
existe necesidad de realizar mayores investigaciones? Lo cierto es que esta 
ampliación ha desnaturalizado el proceso inmediato, pues se parte de la idea 
de que en estos delitos, de modo mecánico y automático, el fiscal tendrá que 
incoar este proceso sin analizar si existe flagrancia, confesión sincera o 
suficiente evidencia delictiva, así como sin evaluar las estructuras típicas -
muchas veces complejas- de estos delitos (Hurtado, 2015). 
En efecto, en cuanto al delito de omisión a la asistencia familiar, es preciso 
anotar que, en palabras de Villa Stein, “la conducta que exige el tipo es la 
omisiva de no prestar los alimentos conforme lo ordena una resolución judicial, 
poniendo en peligro la satisfacción de necesidades básicas del necesitado” 
(Villa, 2016). Esto significa que han de cumplirse los siguientes elementos 
para su configuración típica: el contexto típico, la omisión del acto debido y la 
capacidad personal de realizar el acto debido. Este último elemento es el que 
debe ser analizado con detenimiento, ya que, como bien lo dice ROXIN, 
además de la incapacidad física de cumplir con el deber, la “falta de recursos” 
también excluye la tipicidad en los delitos de omisión propia. Y es que, 
continúa este autor, “no es preciso que la incapacidad de acción se dé en 
términos absolutos y en todos los aspectos, sino que hay que apreciarla ya 
cuando alguien en la concreta situación no puede hacer nada razonable o que 
tenga sentido para cumplir con el mandato". 
Lo anterior no hace más que corroborar que en el delito de omisión a la 
asistencia familiar es sumamente importante que el fiscal no incoe 
mecánicamente el proceso inmediato, sino que debe estudiar si se presentan 
todos los elementos para que se configure como un delito, por lo que es 
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insoslayable que analice la situación particular de cada presunto autor, en 
concreto: si estaba en la capacidad o no de cumplir con los pagos. Esto en 
cierto modo evita que un problema de naturaleza civil sea trasladado al 
proceso penal, como si este fuera un medio idóneo para solucionar el 
problema del incumplimiento de los deberes alimenticios. 
Del mismo modo, en cuanto al delito de conducción en estado de ebriedad, se 
debe analizar si en el caso en concreto realmente había una situación de 
peligro para la seguridad pública (Hurtado, 2015). En buena cuenta, se debe 
establecer si la conducta del sujeto tiene tal entidad que debe merecer una 
respuesta penal. 
Sin querer ingresar en este aspecto, por no ser objetivo de esta obra, 
consideramos de interés que se plantee el siguiente debate: ¿criminalizar el 
incumplimiento de los deberes alimenticios es útil para algo?, ¿cumple alguna 
finalidad? Lo cierto es que en la práctica se advierte, generalmente, que no es 
la alternativa más indicada para solucionar el problema mencionado. Lo único 
que ha generado es una sobrecarga procesal, lo que ha llevado a la 
ampliación del proceso inmediato. Siendo esto así, en lugar de condenar con 
prontitud a los que incumplen con su deber de asistencia familiar, se tiene que 
buscar, desde un estudio integral, una solución más idónea. 
Ahora bien, ampliar el proceso para estos delitos, en palabras de Hurtado 
Huailla y Reyna Alfaro, “solo se explica (aunque no se justifica) bajo el 
entendido de que se trata de delitos que requieren para su acreditación 
únicamente de la existencia de un requerimiento judicial de pago de la 
obligación alimenticia (...) y del certificado de dosaje etílico positivo (...). Los 
sinsentidos de esta lógica saltan rápidamente a la vista” (Hurtado, 2015). 
En sentido contrario, San Martín Castro afirma que desde la propia 
configuración de estos delitos estamos ante la presencia bien de evidencia 
delictiva o bien de flagrancia. En el delito de omisión de asistencia familiar 
existe evidencia delictiva “por la resolución judicial proveniente del proceso 
civil de alimentos, que es un elemento del tipo objetivo”; en el de conducción 
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en estado de ebriedad o drogadicción existe flagrancia, por cuanto “la 
acreditación de la drogadicción o de la ebriedad consta en la pericia de 
alcoholemia (dosaje etílico) o toxicológica correspondiente, realizada 
inmediatamente luego de la intervención del imputado”. 
Por nuestra parte, consideramos que no es suficiente que exista la resolución 
judicial que ordena el pago de los alimentos en el caso del delito de omisión a 
la asistencia familiar. Tampoco lo es, en el caso del delito de conducción en 
estado de ebriedad, el certificado de dosaje etílico, pues de acuerdo a cada 
caso en concreto existirán particularidades que deberán ser valoradas para 
verificar si hace falta realizar mayores actos de investigación. 
En definitiva, a nuestro juicio, no debió ampliarse de manera expresa el 
proceso inmediato para estos delitos, puesto que ya se encuentran 
comprendidos, cuando corresponda, en los supuestos regulados en el artículo 
446.1 del CPP de 2004. Es decir, se podrá acudir a este proceso en estos 
delitos -como ocurre con cualquier otro- siempre que haya flagrancia delictiva, 
confesión o evidencia delictiva suficiente. No existe, desde nuestro punto de 
vista, motivo para que tenga una especial regulación. 
6.5. Procedencia del proceso inmediato en pluralidad de imputados 
Normativamente, se ha establecido que es posible que el proceso inmediato 
proceda aun en los casos de pluralidad de imputados, siempre que se 
cumplan con dos requisitos: que todos ellos se encuentren dentro de los 
supuestos de procedencia de este proceso, de un lado, y que estén implicados 
en el mismo delito (art. 446.3 CPP de 2004). 
Dicho, en otros términos, el proceso inmediato no procederá en los casos de 
pluralidad de imputados cuando estén siendo procesados por delitos 
diferentes. Naturalmente, se entiende que no procederá -tal como sucede 
cuando hay un solo imputado- cuando los casos no se encuentran dentro de 
los supuestos de procedencia de este proceso especial. 
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Cuando se trata de delitos conexos en los que estén involucrados otros 
imputados, la norma establece que no se acumulan, salvo que ello perjudique 
al debido esclarecimiento de los hechos o la acumulación resulte 
indispensable (art. 446.3 CPP de 2004). 
6.6. Supuestos de improcedencia del proceso inmediato 
Ahora bien, el Código Procesal Penal de 2004 ha establecido que no en todos 
los supuestos regulados en el inciso 1 del artículo 446 procederá el procedo 
inmediato. Ha establecido en el inciso 3 de la disposición aludida que están 
exceptuados los casos en los que, por su complejidad, sean necesarios 
ulteriores actos de investigación. A efectos de determinar la complejidad del 
caso, se remite al artículo 342.3 del CPP de 2004. 
A nuestro juicio, resulta redundante que se haya establecido esta excepción, 
pues el proceso inmediato encuentra su fundamento en la falta de necesidad 
de realizar actos de investigación -precisamente por eso se evita la 
investigación preparatoria propiamente dicha-, de modo que, si aún hace falta 
realizar determinados actos de investigación, evidentemente no será posible 
incoar el proceso inmediato. De allí que la mención expresa a esta excepción 
resulte, a nuestro juicio, innecesaria. 
Esta excepción pareciera justificarse en los casos de los delitos de omisión de 
asistencia familiar y el de conducción en estado de ebriedad, en los que no se 
exige que se presenten los supuestos mencionados en el artículo 446.1 del 
CPP de 2004. No obstante, también sería contradictorio, puesto que el 
legislador, se entiende, considera, de entrada, que en estos delitos los casos 
no son complejos, pues si así fuera no correspondería la incoación del 
proceso inmediato. 
Estaría pensado, entonces, para dos de los tres supuestos: los casos de 
flagrancia y confesión. Con lo dicho, se admitiría que en estos casos no 
siempre hay evidencia delictiva suficiente que justifique acudir directamente al 
juicio. Entonces, es posible que aun cuando haya flagrancia o el imputado 
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haya confesado, el fiscal no incoe el proceso inmediato. Llama la atención que 
esto se haya establecido únicamente para los procesos complejos ¿o es que 
en los procesos simples no hacen falta, en ciertos casos, ulteriores actos de 
investigación? 
Para San Martín Castro, el inciso 2 del artículo 446 lo que establece es la 
exclusión del proceso inmediato en los casos complejos. Aunque, continúa 
este autor, la expresión “ulteriores actos de investigación” pudiera sugerir que 
sí es posible en supuestos excepcionales, que serán casos de laboratorio de 
nula aplicación práctica, e inconveniente porque estos casos siempre 
demandan actos de esclarecimiento y consolidación probatoria. 
 
7. PROCESO INMEDIATO Y SU COMPATIBILIDAD CON EL DERECHO DE 
DEFENSA 
El proceso inmediato presenta -no desde su modificación, sino desde su 
regulación- serios cuestionamientos desde la perspectiva del derecho de 
defensa, en tanto que normativamente no se ha establecido un plazo dentro 
del cual la defensa podrá producir la prueba necesaria para preparar su 
estrategia. 
En efecto, el derecho de defensa, en su manifestación de contar con los 
medios necesarios -recogido de manera específica en el artículo 14.3.b del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el artículo 8.2.c de la 
Convención Americana de Derechos Humanos- se ve seriamente limitado 
porque -por el modo en que se encuentra regulado el proceso inmediato- el 
imputado no cuenta con los medios adecuados para la preparación de su 
defensa. El derecho en mención debe ser ejercido de manera amplia e 
irrestricta durante todas las etapas del proceso, es decir, que el imputado o su 
abogado defensor han de tener la posibilidad de acceder y obtener -desde el 
inicio hasta la conclusión del proceso- todos los medios necesarios que le 
permitan preparar su estrategia y, con ello, su defensa de manera efectiva. 
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Precisamente por recortar las etapas del proceso común, el mencionado 
derecho se ve restringido. 
Del mismo modo, con la regulación del proceso inmediato resulta afectado el 
derecho a contar con un tiempo razonable para preparar la defensa -recogido 
expresamente en el artículo 14.3.b del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos y el artículo 8.2.c de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, así como también en el artículo IX de su Título Preliminar del 
Código Procesal Penal de 2004 -por cuanto, al recortarse los plazos del 
proceso, no cuenta con el tiempo necesario para la preparación de su 
defensa. 
Por este derecho debe entenderse, en sentido estricto, que el imputado -y con 
mayor razón su abogado defensor- debe contar con el tiempo adecuado, justo 
y necesario para diseñar, desarrollar y ejecutar de manera eficaz todos 
aquellos actos que le permitan desvirtuar o contradecir la pretensión penal 
dirigida en su contra. Este tiempo necesario y justo es con el que no cuenta el 
imputado en el proceso inmediato, pues el plazo de este proceso es 
sumamente breve. Naturalmente, no siempre sucede así en todos los casos, 
pero tal posibilidad es posible y es lo que viene sucediendo en la práctica 
desde el momento en que entró en vigencia el D. Leg. N° 1194, que permite 
incluso la condena del imputado en menos de 24 horas. 
Sobre este derecho, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha tenido 
la oportunidad de pronunciarse en el caso Castillo Petruzzi y otros vs. Perú, en 
el que sostuvo “el escaso tiempo dado a los defensores, así como la 
notificación de que la sentencia sería emitida al día siguiente a aquel en que el 
abogado pudo acceder al expediente, ponían en duda ‘la seriedad de la 
defensa’ y la volvían ilusoria. Estos hechos son violatorios del artículo 8.2.c de 
la Convención”. 
VÁSQUEZ GANOZA, entendiendo al debido proceso como parámetros o 
estándares básicos, afirma que estos “deben proporcionar un juicio justo (fair 
triol) y no un juicio perfecto (perfect trial)”. Este autor entiende que se debe 
35 
 
realizar una ponderación de los parámetros del debido proceso. A efectos de 
ejemplificar esta afirmación, sostiene que el CPP de 2004 hace eco de estos 
parámetros en los casos de competencia de los jueces unipersonales y 
colegiados, pues estos intervienen cuando la pena a imponerse es superior a 
6 años; también menciona como ejemplo a la terminación anticipada, ya que 
en este proceso especial se prescinde de la etapa de juzgamiento (Vásquez, 
2015). 
Desde luego, no compartimos la posición del mencionado autor, puesto que, si 
bien es cierto que no hay juicios perfectos, lo es también que es discutible que 
el proceso inmediato proporcione o brinde un juicio justo. Y no puede serlo, a 
nuestro juicio, porque restringe seriamente el derecho de defensa y, en 
consecuencia, el debido proceso. 
 
8. TRÁMITE DEL PROCESO INMEDIATO 
8.1. Incoación 
El fiscal, luego de verificar que se está ante uno de los supuestos 
mencionados en el artículo 446.1 del CPP de 2004, necesariamente deberá 
incoar el proceso inmediato. El trámite que deberá seguir será el siguiente: 
textualmente, el artículo 447.1 del CPP de 2004 prescribe que, al término del 
plazo de la detención policial, el fiscal debe solicitar al juez de investigación 
preparatoria la incoación del proceso inmediato. 
Tal afirmación del legislador no está exenta de críticas, cabe preguntar ¿por 
qué el fiscal debe solicitar la incoación de este proceso especial recién una 
vez que finalizó el plazo de la detención?, ¿por qué no puede hacerlo durante 
la duración de la detención? A nuestro juicio, no existe motivo alguno para 
esperar a que concluya el plazo de la detención para solicitar la incoación del 
proceso inmediato, pues si el fiscal desde un inicio advierte que el caso calza 
dentro de este proceso, entonces desde ese preciso momento ya puede 
solicitar su incoación. Esta posición es, desde nuestra perspectiva, más 
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compatible con el derecho a la libertad del imputado, dado que permitiría que 
este pueda ser liberado -si es que no se le aplica ninguna medida coercitiva 
personal- prontamente. 
Una vez que el juez reciba la solicitud de incoación del proceso inmediato, 
dentro de las 48 horas, realizará una audiencia única de incoación para 
determinar la procedencia de este proceso. Es decir, su procedencia estará a 
cargo del juez y se hará en una audiencia, se entiende, pública, en la que los 
principios rectores serán el de la oralidad, inmediación, concentración y 
contradicción. 
Resulta acertada la opción legislativa de discutir la procedencia del proceso 
inmediato en una audiencia, ya que otorga a las partes la posibilidad de que 
puedan debatir sobre las razones por las que debe proceder o por las que no 
debe hacerlo. Y es que no solo se debe analizar desde la perspectiva del 
fiscal, sino también desde el punto de vista del imputado, concretamente 
desde el respeto irrestricto de su derecho de defensa. Dicho de otro modo, la 
realización del proceso penal -concebido como una garantía del imputado que 
evita la arbitrariedad- no solo busca la emisión de una sentencia en un plazo 
breve, sino que se haga con la observancia de los derechos fundamentales. 
Y es que, parafraseando las palabras de Couture -quien decía que el tiempo 
en el proceso no es dinero, sino justicia-, podríamos afirmar que una decisión 
no es justa en función de la prontitud o rapidez con la que se emite, sino en 
atención al respeto del debido proceso. De allí que no se hable del derecho a 
la duración breve del proceso, sino del derecho a la duración razonable, que 
tiene una connotación distinta. 
Ahora bien, el artículo que establece el momento en que el fiscal debe incoar 
el proceso inmediato y el juez fijar la fecha de la audiencia establece, como si 
de algo natural se tratara, que el imputado estará detenido hasta que la 
audiencia se realice. La pregunta cae por sí sola: ¿en mérito a qué estaría 
detenida esta persona si el plazo de 24 horas ya se excedió?, ¿será 
compatible esta regulación con la Constitución que establece que el plazo de 
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la detención es, como máximo, 24 horas?, ¿no sería mejor acaso y más 
compatible con el derecho a la libertad del imputado que el fiscal solicite, antes 
de que se venza las 24 horas, la aplicación de alguna medida de coerción si 
es que considera que la persona no puede ser dejada en libertad?, ¿qué 
pasará luego de que se realice la audiencia, el imputado quedará en libertad o 
seguirá detenido?, ¿qué necesidad habría de dejar al imputado detenido hasta 
que se realice la audiencia?, ¿es imprescindible que el imputado esté detenido 
para que la audiencia de incoación del proceso inmediato prospere?, ¿no es 
posible llevar a cabo con el imputado en libertad?, ¿será razonable que se 
mantenga al imputado detenido hasta la realización de la audiencia para 
luego, finalizada esta, dejarlo en libertad? 
 
Desde nuestro punto de vista, resulta sumamente cuestionable que se supere 
el plazo de la detención que está constitucionalmente establecido. No 
hallamos razones que puedan justificar la privación de la libertad del imputado, 
de manera que consideramos que incluso podríamos estar ante una detención 
inconstitucional, por lo que el imputado estaría habilitado para presentar un 
hábeas corpus. Naturalmente, existen mecanismos procesales que bien 
podrían permitir que el imputado se mantenga detenido hasta que se realice la 
audiencia, nos referimos claramente a la detención preliminar judicial, medida 
de coerción que no solo exige razones plausibles de la comisión del ilícito 
penal, sino que también el peligro procesal. Si no estamos ante la presencia 
de estos presupuestos, entonces se debe ordenar la inmediata libertad del 
imputado. 
De otro lado, también se establece, en el inciso 2 del artículo 447 del CPP de 
2004, que el fiscal en su requerimiento de incoación debe acompañar el 
expediente fiscal y, a su vez, debe comunicar si requiere la imposición de 
alguna medida coercitiva, que asegure la presencia del imputado en el 
desarrollo de todo el proceso inmediato. Como puede advertirse, esta 
regulación solo corrobora que no se explica la razón por la que el imputado 
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debe estar detenido hasta la realización de la audiencia, si ni siquiera se tiene 
conocimiento de que el fiscal vaya a solicitar la aplicación de alguna medida 
de coerción (Hurtado. 2015). 
Por último, se ha establecido en esta misma disposición que el requerimiento 
debe contener, en lo que resulte pertinente, los requisitos establecidos en el 
artículo 336.2 del CPP de 2004, esto es, los referidos a la formalización y 
continuación de la investigación preparatoria. Con esta regulación se pretende 
solucionar el problema que se discutió en el Acuerdo Plenario N° 6-2010/CJ-
116, el que consistía en determinar si la incoación del proceso inmediato se 
debía realizar, en todos los casos, luego de que el fiscal ya haya emitido su 
disposición de formalización y continuación de la investigación preparatoria o 
no necesariamente. 
 
La Corte Suprema sostuvo, respecto a este problema, que, conforme a lo 
prescrito en el artículo 447.1 del CPP de 2004 -ya modificado-, el fiscal tenía la 
posibilidad de requerir la incoación en dos momentos: primero, luego de 
culminar las diligencias preliminares; segundo, antes de los treinta días de 
formalizada la investigación preparatoria. Esto significa, en palabras de este 
órgano, que en el primer supuesto la incoación del proceso inmediato se dará 
antes de formalizada la investigación preparatoria, por lo que era necesario 
que el requerimiento de incoación de este proceso incorpore los mismos 
elementos que una disposición de formalización y continuación de 
investigación preparatoria. Por el contrario, en el segundo supuesto -como 
resulta evidente- sí es necesario que se haya formalizado la investigación, ya 
que así lo establece expresamente la norma. 
El primer supuesto, precisamente, establecido mediante un acuerdo plenario, 
ha tenido su expresión en la nueva regulación del proceso inmediato (art. 
447.2). Dicho en otros términos, la regulación actual ha recogido la doctrina 
que estableció la Corte Suprema, esto es, que el requerimiento de la incoación 
de este proceso deberá contener los requisitos del artículo 336.2 del CPP de 
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2004. Es decir, en un solo acto se unirían tanto la incoación del proceso 
inmediato como la formalización de la investigación preparatoria. Incluso, 
cuando corresponda, el requerimiento de una medida de coerción. Todos 
estos aspectos son los que fueron analizados en el acuerdo plenario ya 
aludido. 
8.2. Sustanciación: audiencia única de incoación de proceso inmediato. 
La fase de sustanciación consiste, en rigor, en el debate que se realiza en la 
audiencia entre las partes contrarias sobre la procedencia del proceso 
inmediato. Es en esta etapa, precisamente, en la que tiene plena vigencia el 
principio de contradicción, y con mayor razón cuando hay una audiencia de 
por medio. 
En este punto, cabe destacar que el D. Leg. N° 1194 es el que ha establecido 
la necesidad de que el requerimiento de proceso inmediato se discuta en una 
audiencia única de incoación del proceso inmediato en casos de flagrancia 
delictiva. Modificación con la que estamos de acuerdo por cuanto otorga a las 
partes la posibilidad de que debatan -en igualdad de condiciones- sobre si se 
cumplen los presupuestos que habilitan la procedencia del proceso inmediato. 
No obstante, no entendemos la razón por la que la audiencia tiene esta 
denominación, lo que hace pensar que solamente habrá audiencia en los 
casos de flagrancia delictiva, mas no en los otros supuestos en los que 
procede el proceso inmediato. 
Lo afirmado se corresponde con lo establecido en el artículo 447.7, in fine, del 
CPP de 2004, el cual establece que para “los supuestos comprendidos en los 
literales b) y c), numeral 1 del artículo 446, rige el procedimiento antes descrito 
en lo que corresponda. Solo en estos supuestos, el requerimiento se presenta 
luego de culminar las diligencias preliminares o, en su defecto, antes de los 
treinta días de formalizada la Investigación Preparatoria”. Es decir, el 
procedimiento que se prescribe en el artículo 447 está pensado, 
principalmente, para los casos de flagrancia delictiva. Y que solo en lo que 
corresponda se aplicará para los supuestos de confesión y evidencia delictiva. 
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Llama la atención que se haga nula referencia a los casos para los delitos de 
omisión de asistencia familiar y los de conducción en estado de ebriedad o 
drogadicción. En este último delito podría afirmarse que no hace falta 
mencionarlo porque está comprendido dentro de la flagrancia delictiva, pero 
¿y en los delitos de omisión de asistencia familiar cuál es el procedimiento? 
No entendemos las razones que llevaron al legislador a realizar esta 
distinción, pues la única diferencia que podemos advertir entre el supuesto de 
flagrancia delictiva y los otros supuestos es en cuanto al plazo para fijar la 
audiencia, y esto es así debido a que el imputado se encuentra detenido. Más 
allá de ello, a nuestro juicio, resulta innecesaria realizar cualquier otra 
distinción respecto al procedimiento. 
En cualquier caso, lo importante es que la audiencia se lleve a cabo para 
todos los supuestos en los que se requiera el proceso inmediato, ya que, al 
dar vigencia efectiva al principio de contradicción, otorga mayores facilidades 
a las partes bien para fundamentar su procedencia, bien para oponerse. 
La audiencia es de carácter inaplazable, lo que significa que bajo ninguna 
circunstancia podrá frustrarse, y para que ello no ocurra, el legislador ha 
establecido que rige lo prescrito en el artículo 85.1 del CPP de 2004, esto es, 
que, ante la inconcurrencia del abogado defensor particular a la audiencia, se 
le reemplazará por otro que deberá ser designado en ese mismo acto por el 
imputado o, en su defecto, por uno de oficio. Evidentemente, no se hace 
referencia a si es obligatoria o no la concurrencia del imputado, por cuanto de 
su condición jurídica de detenido se desprende que sí lo es. 
En efecto, el modificado artículo 447 del CPP de 2004 establece que el fiscal, 
al término del plazo de la detención policial, debe solicitar al juez competente 
la incoación del proceso inmediato. Este debe realizar una audiencia única 
dentro de las 48 horas siguientes al requerimiento fiscal, a fin de determinar la 
procedencia del proceso inmediato (inc. 1). Se establece también que el 
requerimiento mencionado debe estar acompañado del expediente fiscal y, de 
ser el caso, el fiscal debe comunicar si requiere la imposición de alguna 
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medida coercitiva que asegure la presencia del imputado durante el desarrollo 
de todo el proceso inmediato. 
A la luz de esta regulación, previamente al debate sobre la procedencia del 
proceso inmediato, se ha establecido la posibilidad de que se discutan sobre 
otros temas. De este modo, se advierte que en dicho orden existe una suerte 
de prelación para resolver los requerimientos del fiscal. 
Así, en primer lugar, siempre que el fiscal lo haya requerido, claro está, se 
discutirá sobre la procedencia de la medida coercitiva (art. 447.4.a CPP de 
2004). En segundo lugar, en tanto que las partes lo hayan instado, en atención 
a lo establecido en el artículo 447.3 del CPP de 2004, se resolverá sobre la 
aplicación del principio, de oportunidad, de un acuerdo reparatorio o de la 
determinación anticipada, según corresponda (art. 447.4.b CPP de 2004). En 
tercer y último lugar, se resolverá sobre la procedencia del proceso inmediato 
(art. 447.4.c CPP de 2004). 
8.3. Resolución 
Antes de la modificación del proceso inmediato, mediante el D. Leg. Nº 1194, 
no se había establecido la audiencia para resolver el requerimiento fiscal de 
proceso inmediato, de un lado; y la emisión de la resolución correspondiente 
en la misma audiencia, de otro. De ahí que SAN MARTÍN CASTRO, 
atendiendo a la regulación anterior, sostiene que “la solicitud de proceso 
inmediato no se decide en audiencia ni, por lo anterior, se requiere trámite de 
vista de la causa o informe oral”. 
Actualmente, con la nueva regulación, conforme ya lo hemos mencionado, se 
regula que el requerimiento de proceso inmediato se resolverá en una 
audiencia y, en consecuencia, la emisión del auto será, de modo 
impostergable, en la misma audiencia de incoación (art. 447.5 CPP de 2004). 
Lo expuesto está en consonancia con el principio de oralidad, inmediación y 
concentración, por lo que se trata de una opción legislativa válida y loable. 
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En caso de que el juez declare procedente la incoación del proceso inmediato, 
el fiscal procederá a formular acusación dentro del plazo de veinticuatro horas, 
bajo responsabilidad. Una vez que se reciba el requerimiento acusatorio, el 
juez de investigación preparatoria, en el mismo día, lo remitirá al juez 
competente, quien acumulativamente dictará el auto de enjuiciamiento y de 
citación ajuicio, con arreglo a lo dispuesto en el numeral 3 del artículo 448 (art. 
447.6 CPP de 2004). Lo expuesto debe ser desarrollado, debido a que existen 
varios aspectos que deben ser analizados con profundidad, en un apartado 
independiente, al cual hemos denominado: formulación de la acusación y el 
juez competente para su control. 
 
8.4. Formulación de la acusación y la inexistencia de la etapa intermedia 
La Corte Suprema, en el Acuerdo Plenario Nº 5-2009/CJ-116, (f.j. 17) ha 
afirmado que el proceso inmediato “al ser uno especial que se particulariza en 
razón de sus supuestos de aplicación (…) no existe una etapa intermedia”. 
Al no haber una etapa intermedia en el proceso inmediato, conllevaría a 
imposibilitar la práctica de un control de la acusación. Sin embargo, este 
proceso especial está regulado de manera tal que el control se realiza en la 
etapa de juzgamiento y lo hace el juez de juicio. 
De este modo, cuando el juez de investigación preparatoria dispone la 
incoación del proceso inmediato, el fiscal debe inmediatamente -dentro de las 
24 horas- formular la acusación. Una vez que el fiscal realiza el requerimiento 
acusatorio ante el juez de investigación preparatoria, este, sin realizar ningún 
tipo de control, actuando como una suerte de mesa de partes, lo remitirá al 
juez del juzgamiento para que dicte tanto el auto de enjuiciamiento como el 
auto de citación ajuicio (art. 447.6 CPP de 2004). 
En la medida de que en el proceso inmediato no se ha regulado la etapa 
intermedia o, lo que es lo mismo, esta etapa ha sido suprimida, el juez de la 
investigación preparatoria no realiza ningún tipo de control sobre el 
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requerimiento acusatorio. Este control le corresponde realizar al juez penal 
durante la fase de juzgamiento sobre los hechos objeto de la acusación, la 
calificación jurídica y las pruebas ofrecidas por el fiscal para su admisión, entre 
otras cuestiones (art. 448.3 CPP de 2004). Es decir, se estaría realizando una 
suerte de audiencia preliminar de control de la acusación por parte del juez de 
juzgamiento. 
Que la competencia para realizar el control de la acusación recaiga en el juez 
de juzgamiento podría resultar contraproducente para mantener su 
imparcialidad. Y es que durante la fase intermedia se adoptan decisiones de 
significativa importancia, a tal extremo que puede suponer la conclusión del 
proceso. Por tal motivo, en la doctrina se ha discutido con amplitud respecto al 
órgano quien debe dirigir esta fase: juez de investigación preparatoria o juez 
de juzgamiento. 
Vale decir, en este punto, que en la medida de que el juez de juzgamiento 
considera que la acusación debe superar el control -o que los medios de 
defensa o excepciones no deben prosperar-, estaría adoptando una posición 
acerca de la probable responsabilidad penal del imputado, lo que puede 
determinar que el juez tenga prejuicios durante la sustanciación del juicio y 
que podrían influir negativamente para el imputado al momento de sentenciar. 
Teniendo ello en consideración, este es un aspecto -quien debe ser el juez 
competente para realizar el control de la acusación- que debe ser analizado 
con suma cautela, puesto que no se justificaría que, por razones de celeridad 
y eficiencia, se afecte la imparcialidad del juzgador. 
8.5. Recurso de apelación  
El artículo 447.5 del CPP de 2004 establece que la resolución es apelable con 
efecto devolutivo, lo que significa que tanto el auto que aprueba como el que 
desaprueba la incoación del proceso inmediato es recurrible a través del 
recurso de apelación. 
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Sin embargo, por lo regulado en el artículo 447.7 del CPP de 2004, pareciera 
que el recurso de apelación solo estaría reservado para el imputado, ya que 
esta disposición prescribe que, ante el rechazo de la incoación del proceso 
inmediato, el fiscal dicta la disposición que corresponda o la formalización de 
la investigación preparatoria. Es decir, el legislador ha establecido las medidas 
que debe adoptar el fiscal cuando se declara improcedente la solicitud de 
incoación, entre las que no se encuentra el de recurrir la resolución que 
resuelve en ese sentido. 
En realidad, la contradicción es aparente, puesto que, con independencia de 
recurrir la resolución, el fiscal debe continuar con el proceso. En efecto, en 
tanto que el recurso de apelación en este caso no tiene efecto suspensivo, el 
fiscal debe seguir con los actos procesales que correspondan, sin perjuicio del 
recurso que se resolverá oportunamente. 
Las normas del proceso inmediato, valga la aclaración, no establecen que el 
recurso de apelación no tenga efecto suspensivo o, lo que es lo mismo, sea de 
ejecución inmediata. Para llegar a esta conclusión se debe acudir a las reglas 
generales de la impugnación, concretamente al artículo 412.1 del CPP de 
2004, el que claramente prescribe que “Salvo disposición contraría de la Ley, 
la resolución impugnada mediante recurso se ejecuta provisionalmente, 
dictando las disposiciones pertinentes si el caso lo requiere”. La disposición 
que regula el recurso de apelación contra la resolución que resuelve la 
solicitud de incoación de proceso inmediato, tan solo prescribe que el recurso 
tendrá efecto devolutivo, regulación que nos parece redundante, dado que el 
efecto devolutivo -entendido como el acudir ante un tribunal de grado superior- 
es consustancial al recurso de apelación, y es que no puede concebirse a la 
apelación sin el efecto devolutivo. 
Que el recurso no tenga efecto suspensivo tiene consecuencias muy claras y 
conviene preguntarse si no habría sido más conveniente que sí lo tenga. ¿Qué 
pasaría si luego de un tiempo el juez ad quem declara fundado el recurso y, 
por tanto, ordena que proceda el proceso inmediato? Ello significaría dejar sin 
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efecto todos los actos procesales que se hayan realizado, lo que no se 
correspondería con el principio de economía procesal. Si ocurriera en sentido 
contrario sería aún más cuestionable: se declara procedente el proceso 
inmediato, el imputado recurre, se emite una sentencia condenatoria antes de 
que el juez ad quem resuelva el recurso, quien luego resuelve revocar la 
resolución que declaraba procedente el proceso inmediato. Esta decisión 
traería consigo que todos los actos realizados con posterioridad a la emisión 
de la resolución que aprobaba el proceso inmediato deben ser dejados sin 
efecto, con los perjuicios que ello supone, pues significaría comenzar con el 
proceso común. Como se observa, este es un punto sumamente discutible. 
Lo anterior podría verse agravado por la falta de regulación de un 
procedimiento específico para tramitar el recurso interpuesto, pues ello 
significaría seguir las reglas generales de impugnación de un auto -
establecidas en el artículo 420 y siguientes- y, en consecuencia, que el 
pronunciamiento de la resolución en segundo grado demande más tiempo de 
lo que dure la emisión de la sentencia en el proceso inmediato. Por ello, lo 
recomendable sería -si es que no se le otorga efecto suspensivo al recurso- 
que se regule un procedimiento recursivo particular muy célere y que permita 
una respuesta con prontitud sobre el recurso interpuesto. 
 
8.6. Audiencia única de juicio inmediato 
Durante todo el trámite del proceso inmediato, se realizan dos audiencias: la 
de incoación del proceso inmediato -de la que ya nos ocupamos- y la del 
juicio. 
Esta audiencia única debe realizarse inmediatamente -en el día- de recibido, 
por parte del juez penal, el auto que incoa el proceso inmediato. En todo caso, 
dice la norma, su realización no debe exceder las setenta y dos horas desde la 
recepción del auto, bajo responsabilidad funcional (art. 448.1 CPP de 2004). 
Tal como puede apreciarse, existe un plazo sumamente breve entre la 
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recepción del auto y la realización del juicio. Cabría preguntarse si ello no 
resulta contraproducente para el derecho de defensa, en su manifestación de 
contar con los medios necesarios y con un plazo razonable para preparar la 
defensa. 
Los principios que fundamentan el proceso ordinario también, como no podía 
ser de otro modo, tienen vigencia en la audiencia única de juicio inmediato: la 
oralidad, publicidad, contradicción e inmediación. Se trata de una audiencia 
inaplazable y por tal motivo rige lo prescrito en el artículo 85 del CPP de 2004 
(art. 448.2). 
Atendiendo a lo mencionado en el párrafo anterior, es importante preguntar: 
¿si se trata de una audiencia inaplazable, ¿qué pasa cuando el imputado no 
concurre a la audiencia? Y es que, sobre este extremo, el artículo 85 
mencionado, guarda silencio, ya que solo se ocupa de la concurrencia del 
abogado defensor. Así las cosas, debe entenderse, en aplicación de las reglas 
del proceso común (art. 355.4 CPP de 2004), que no es posible realizar la 
audiencia cuando el imputado no ha concurrido a la audiencia, de modo que 
esta no es inaplazable o, en otros términos, no lo será por la inconcurrencia 
del abogado defensor, pues en este caso sí establece reglas claras el artículo 
85 del CPP de 2004. 
Otro aspecto en el que el proceso inmediato se diferencia completamente el 
proceso común es con relación a la citación de los órganos de prueba. En 
efecto, según el inciso 2 del artículo 448 son las partes los “responsables de 
preparar y convocar a sus órganos de prueba, garantizando su presencia en la 
Audiencia, bajo apercibimiento de prescindirse de ellos”. En el proceso común 
se discutía respecto a quién correspondía citar a los testigos, a las partes o al 
órgano jurisdiccional, debate que incluso generó la emisión de un acuerdo 
plenario por parte de la Corte Suprema. Realizando una interpretación 
sistemática entre los artículos 363, 366, 355 del CPP de 2004 se llegó a la 
conclusión de que es al órgano jurisdiccional unipersonal o colegiado -a través 
del personal auxiliar- quien citará a los testigos y peritos, sin perjuicio de que 
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las partes coadyuven con ello; posición que encuentra apoyo en el artículo 23 
del Reglamento de Notificaciones, Citaciones y Comunicaciones. Incluso 
desde una interpretación teleológica la Corte Suprema llegó a la misma 
conclusión. 
Siguiendo esta línea, consideramos que, por la naturaleza jurídica del proceso 
penal, es el órgano judicial quien debe convocar a los testigos y/o peritos. 
Encargar tal labor a las partes resulta, a nuestro criterio, contraproducente y 
es imponerle al imputado una carga que puede resultar sumamente perjudicial 
para ejercer su derecho de defensa, tanto más si se le impone el 
apercibimiento de prescindirse de los órganos de prueba. Además, esta 
opción legislativa estaría determinando claramente que la finalidad del 
proceso, en estos casos, no es ya más la búsqueda de la verdad, debido a 
que el descubrimiento de los hechos estaría dejándose en manos de las 
partes. ¿Qué ocurriría si testigos claves no acuden a la audiencia?, ¿acaso 
resultaría admisible que se prescindan de ellos?, ¿se podría sacrificar el mejor 
conocimiento de los hechos por la celeridad procesal? Desde nuestra 
perspectiva, no resulta admisible que la celeridad procesal pueda justificar, de 
un lado, que se sacrifique el conocimiento de los hechos y, por otro, que el 
imputado, por no tener el poder coercitivo que sí tiene el juez, resulte 
perjudicado porque el testigo clave que ha ofrecido, pese a que le comunicó 
que concurra a la audiencia, no lo ha hecho. Por ello, desde luego, 
consideramos que la disposición bajo comentario -art. 448.2 CPP de 2004- 
debe ser modificada o modulada en el extremo que establece que las partes 
son responsables de convocar a sus órganos de prueba. 
Siguiendo con los actos procesales que se realizan en la audiencia, se 
observa que, una vez instalada la audiencia, el fiscal expondrá 
“resumidamente los hechos objeto de la acusación, la calificación jurídica y las 
pruebas que ofrecerá para su admisión, de conformidad con lo establecido en 
el artículo 349. Si el juez penal determina que los defectos formales de la 
acusación requieren un nuevo análisis, dispone su subsanación en la misma 
48 
 
audiencia. Acto seguido, las partes pueden plantear cualquiera de las 
cuestiones previstas en el artículo 350, en lo que corresponda” (art. 448.3 CPP 
de 2004). Es decir, se estaría realizando una suerte de audiencia preliminar de 
control de la acusación, con la diferencia de que en este caso lo está 
realizando el juez de juzgamiento y durante la audiencia en la que se 
resolverá, de cumplirse con los requisitos de la acusación, sobre la 
responsabilidad o no del acusado. 
El mencionado artículo también prescribe que “el juez debe instar a las partes 
a realizar convenciones probatorias”. Esta institución configura, en resumen, 
un procedimiento alternativo -alejándose del contradictorio- destinado a la 
incorporación de los hechos sobre la base del consenso promovido por las 
partes. De este modo, si bien el juez puede adoptar un rol proactivo, lo cierto 
es que depende de las partes que se realice una convención probatoria, 
siempre que el juez la admita. Dicho en otras palabras, el juez, bajo ningún 
supuesto, puede imponer a las partes que lleguen a una convención 
probatoria, pues su función consiste en evaluar las convenciones propuestas 
por las partes, mas no en obligar a las partes a que las realicen. 
Luego de haberse realizado una suerte de “etapa intermedia”, el juez dictará 
acumulativamente el auto de enjuiciamiento y citación ajuicio, de manera 
inmediata y oral, siempre que se hayan cumplido con los requisitos de validez 
de la acusación de conformidad con el numeral 1 del artículo 350, y cuando 
las cuestiones planteadas hayan sido resueltas. 
Inmediatamente después se iniciará el juicio en sentido estricto, el cual se 
realizará en sesiones continuas e ininterrumpidas hasta su conclusión. En esta 
línea, se establece que el juez del juzgamiento que instale la audiencia no 
podrá conocer otros casos hasta que culmine el ya iniciado (art. 448.4 CPP de 
2004). Por último, se prescribe en esta disposición que las reglas del proceso 
común, en tanto sean compatibles con la naturaleza célere, le son aplicables 
al proceso inmediato. 
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Resulta adecuado, visto desde el principio de concentración, de economía 
procesal y de celeridad, que la audiencia se realice de manera continua e 
ininterrumpida hasta que concluya, pues ello permitirá, precisamente, que se 
cumpla con el objetivo que persigue el proceso inmediato: concluir con el 
proceso lo más pronto posible. Para lograr este propósito resulta acertado que 
el juez se dedique exclusivamente a un determinado caso hasta su 
finalización. 
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SUB CAPÍTULO 
II 
 
EL MINISTERIO PÚBLICO, DERECHO A LA LIBERTAD, TIPICIDAD E 
IMPUTACIÓN NECESARIA 
 
1. EL MINISTERIO PÚBLICO: 
 
1.1. Composición Orgánica  
 
Fue la Constitución de 1979 la que, por primera vez en la historia del 
Perú. Organizó al Ministerio Público como ente autónomo. La 
reinstauración de este organismo, que había existido en todos los 
niveles de la administración de justicia hasta 1975, originó un agudo 
debate en la época de la Asamblea Constituyente de 1978. Aquella vez 
dieron su opinión diversas organizaciones públicas y privadas, inclusive 
la Corte Suprema de Justicia, que -dicho sea de paso- fue la que pidió 
que el Ministerio Público no fuera separado de la organización interna 
del Poder Judicial. 
 
Sin embargo, la Asamblea Constituyente persistió en su intento y, una 
vez instalado el gobierno constitucional del Presidente Fernando 
Belaunde, uno de los primeros decretos legislativos aprobados por el 
Poder Ejecutivo fue el del Ministerio Público. 
 
Las críticas originales a la reinstauración plena del Ministerio Público 
consistieron, básicamente, en que durante su gestión en décadas 
pasadas había significado un factor de demora y entorpecimiento de la 
administración de justicia, al haberse convertido en dictaminador previo 
de las causas antes de emitir resolución final la Corte Suprema, lo que 
llevaba a dos factores negativos: uno, que los expedientes se 
acumulaban interminablemente en las fiscalías esperando ser 
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dictaminados; el otro, que la mayoría de dictámenes emitidos 
resultaban intrascendentes. 
A la vez, se criticaba el concepto entonces prevaleciente, de que el 
Ministerio Público era una especie de organismo supervisor para el 
adecuado cumplimiento de la función jurisdiccional por los magistrados, 
cosa que devenía innecesaria por los procedimientos modernos y por 
las propias garantías que la Constitución establecía para la 
administración de justicia. 
 
No obstante, el contenido de las normas de la Ley Orgánica y los 
efectos positivos que en muchos aspectos tuvo el Ministerio Público, 
una vez implementado como organismo autónomo, obligó a revisar 
esas opiniones. Pero no todo marchó bien. El Ministerio Público, al igual 
que el Poder Judicial en su conjunto, fue víctima de la falta de recursos 
económicos, lo que retrasó en unos casos, el adecuado cumplimiento 
del modelo diseñado por la Constitución. Pero también se hizo presente 
la deficiente preparación de muchos de sus miembros. Además, estaba 
el problema de la corrupción, al que tampoco fue ajeno. 
 
Ya en tiempos más recientes y luego del golpe de Estado del 5 de abril, 
las dificultades para el funcionamiento independiente del Ministerio 
Público se acrecentaron. Como se recuerda, el gobierno -
desconociendo la autonomía constitucional de este organismo- nombró 
como Fiscal de la Nación, mediante Decreto Ley N° 25472, a la doctora 
Blanca Nélida Colán, cuya gestión al frente de ese cargo ha carecido de 
independencia frente al poder político. Asimismo, expidió el Decreto Ley 
N° 25735, por el que se declaró en proceso de reestructuración 
orgánica y reorganización administrativa al Ministerio Público. Los 
resultados de esta medida todavía son desconocidos; es más, se 
podría sostener que luego de todo esto, la autonomía del Ministerio 
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Público está en el texto constitucional, pero no se expresa en la 
realidad. 
 
Pasemos a evaluar la norma constitucional. El artículo bajo comentario 
establece que el Ministerio Público es autónomo. Esta concepción es 
casi unánime en la doctrina y en la legislación positiva. La autonomía 
implica la necesidad de mantener alejado al Ministerio Público del poder 
político. La misma exigencia se da en el caso del Poder Judicial, pues 
no se podría entender un órgano con las características del que 
comentamos dependiendo en su organización y funciones del Poder 
Ejecutivo. Lo contrario podría impedir la incriminación de los miembros 
y agentes del Ejecutivo comprometidos en acciones delictivas, así como 
facilitaría el uso de la acción penal como arma contra los adversarios 
políticos de quienes detentan el poder. 
 
Marcial RUBIO sostiene que el Ministerio Público “es un órgano 
autónomo del Estado, esto es, independiente en sus decisiones, que 
tiene por finalidad principal velar por la adecuada administración de 
justicia en representación de la sociedad. No es un contralor ni un 
censor de la labor de los tribunales y juzgados, pues no tiene capacidad 
de imponerles decisiones ni de pedir sanciones para ellos. Cumple sus 
labores realizando investigaciones, acompañando permanentemente el 
trabajo de los magistrados, y ejercitando derechos diversos de 
intervención dentro de los procesos”(Rubio, 1999). 
 
A contracorriente de lo anotado, el profesor español Luis María DIEZ-
PICAZO sostiene una tesis sugerente, mediante la cual afirma no 
existen razones empíricas y axiológicas por las que el Ministerio Público 
deba estar dotado de genuina independencia en un moderno Estado 
liberal-democrático. La argumentación que expone se basa en que no 
estando siempre en juego los intereses del Ejecutivo, no es necesario 
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que el Ministerio Público sea independiente de él. En el supuesto que 
se deba investigar a un agente estatal, tal indagación la debiera 
efectuar, como sucede en los Estados Unidos, un special prosecutor, 
designado por un órgano judicial. Concluye su apreciación el doctor 
DIEZ-PICAZO, afirmando que el Ministerio Público debiera ser el 
organismo encargado de implementar la política criminal del Estado y 
que su plena independencia entorpecería tal labor (Diez picazo, 1999). 
La anterior es una posición bastante singular y polémica, pero ilustrativa 
del estado del debate sobre este tema en Europa. 
 
Por otro lado, la Carta de 1993 recoge, en líneas generales, la 
normatividad establecida por su predecesora de 1979 con respecto al 
Ministerio Público. Sin embargo, se producen algunas diferencias 
puntuales. La primera gira en tomo a la designación del Fiscal de la 
Nación. El inc. 2 del art. 251 de la Carta de 1979 establecía que tal 
cargo era asumido, por turnos cada dos años, por los Fiscales ante la 
Corte Suprema, los que a su vez eran designados por el Presidente de 
la República con ratificación del Senado. La Constitución vigente 
ordena que el Fiscal de la Nación sea elegido por la Junta de Fiscales 
Supremos y, adicionalmente, extiende la duración del cargo a tres años 
prorrogables a dos años más. 
 
Sobre el particular, es pertinente traer a colación el problema suscitado 
al implementarse este dispositivo constitucional. En efecto, luego del 
golpe de Estado y una vez cumplido su mandato, la doctora Blanca 
Nélida Colán se presentó a la reelección, a fines de 1993. Surgió otra 
candidatura, la del doctor Miguel Aljovin y una vez realizado el 
escrutinio se produjeron sucesivos empates entre ambos candidatos. 
Como se sabe, los Fiscales Supremos son cuatro y el resultado 
arrojaba dos votos para cada candidato. Ante el entrampamiento 
suscitado, el CCD expidió, el 17 de enero de 1994, la Ley N° 26288, o 
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Ley de atribuciones y elección del Fiscal de la Nación. Mediante este 
dispositivo y desconociendo a decir de CHIRINOS SOTO los atributos 
de impersonalidad, abstracción y generalidad que la doctrina reclama 
para todas las leyes, se resolvió el impasse a favor de la doctora Colán, 
lo que provocó la protesta de amplios sectores de la opinión pública. 
 
Prolongado el mandato de la doctora Colán y luego de concluido éste, a 
inicios de 1997 se produjo otro incidente, debido a la ilegal intención de 
la doctora Colán de quedarse en el cargo. Nuevamente se pretendía 
frustrar la asunción de la titularidad del Ministerio Público, como Fiscal 
de la Nación, del doctor Miguel Aljovin. El rechazo de la opinión pública 
a esta maniobra forzó a que la doctora Colán, finalmente, cediera el 
cargo. El doctor Aljovin asumió, efectivamente, el cargo de Fiscal de la 
Nación; sin embargo, el 5 de enero de 1997, cuando estaba por vencer 
el plazo para que la ex Fiscal de la Nación dejara el puesto, el 
Congreso de la República aprobó un proyecto de ley que creaba la 
Comisión Ejecutiva del Ministerio Público, notoriamente de origen 
inconstitucional. Como era obvio, la doctora Colán fue designada 
Presidenta de dicha Comisión. 
 
En concreto, se le han mermado notoriamente un sinnúmero de 
atribuciones al Fiscal de la Nación. La Comisión Ejecutiva es ahora el 
ente que aprueba el plan de reestructuración y reforma del Ministerio 
Público y expide el reglamento de organización y funciones. De igual 
modo, opina sobre los asuntos que los poderes públicos sometan a su 
consideración, además de decidir sobre el ejercicio de la acción penal 
contra los jueces de primera y segunda instancia; nombra fiscales ad 
hoc, que es la vía para controlar las investigaciones en temas donde 
aparecen intereses políticos del gobierno; determina las especialidades 
en todos los niveles y el número de plazas de cada distrito judicial; 
concede licencias e impone sanciones administrativas a todos los 
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funcionarios del Ministerio Público; en fin, es el órgano que decide 
sobre los asuntos más importantes. 
 
Por otro lado, el artículo materia de comentario se refiere a los derechos 
y prerrogativas de los miembros del Ministerio Público. Son similares a 
los declarados y exigidos para los magistrados del Poder Judicial, vale 
decir: dedicación exclusiva al cargo, con excepción de la docencia 
universitaria; independencia; inamovilidad en sus cargos; permanencia 
en el servicio; y, remuneraciones justas. Además, es importante la 
composición interna del Ministerio Público, cuyos cargos jerárquicos, en 
virtud de lo dispuesto por el artículo bajo comentario, son equivalentes 
cada uno en su categoría a los del Poder Judicial. Los procedimientos 
para su selección son igualmente idénticos. 
 
El artículo bajo comentario, a diferencia del art. 251 de la Carta 
derogada, no señala los órganos del Ministerio Público. Estos, como ya 
lo dijimos, son deducidos de la Ley Orgánica correspondiente. En esa 
virtud, cabe anotar que el Fiscal de la Nación es el funcionario de mayor 
jerarquía y que, normalmente, tiene funciones burocráticas específicas 
dentro del Estado, en adición a las propiamente destinadas a la 
administración de justicia. 
 
1.2. ATRIBUCIONES Y PRESUPUESTO 
 
El artículo transcrito es, en algunos aspectos, similar al art. 250 de la 
Carta de 1979. En otros no, como a continuación veremos. 
 
En principio debemos anotar que las funciones delineadas por este 
dispositivo no son las únicas, aunque sí las principales. Es por ello que 
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es necesario efectuar una lectura paralela con el art, 1 de la Ley 
Orgánica del Ministerio Público, que desarrolla el texto constitucional y 
se acerca hacia importantes concepciones jurídicas: 
“El Ministerio Público es el organismo autónomo del Estado que tiene 
como funciones principales la defensa de la legalidad, los derechos 
ciudadanos y los intereses públicos, la representación de la sociedad en 
juicio, para los efectos de defender a la familia, a los menores e 
incapaces y el interés social, así como velar por la moral pública; la 
persecución del delito y la reparación civil. También velará por la 
prevención del delito dentro de las limitaciones que resultan de la 
presente ley de los órganos judiciales y la recta administración de 
justicia y los demás que le señalan la Constitución Política del Perú y el 
ordenamiento jurídico de la Nación”. 
 
Es la defensa de la legalidad, precisamente, la característica central 
que podría resumirlas funciones del Ministerio Público. Hemos 
apuntado a lo largo del presente trabajo la necesidad de que en el país 
se consolide una institución que garantice la tutela efectiva de los 
derechos fundamentales y que efectivice la plena vigencia de la 
legalidad. El Ministerio Público es el órgano encargado de tal propósito. 
Para ello la Constitución y la ley le proveen una serie de atribuciones 
específicas. 
 
Para el cumplimiento de sus funciones, el Ministerio Público, a través de 
sus fiscales, está autorizado a ejercitar los recursos, acciones y actuar 
las pruebas que admiten la legislación administrativa y judicial. Además, 
el Fiscal de la Nación puede solicitar a otras entidades del Estado las 
informaciones y documentos que fueren necesarios para el eficaz 
ejercicio de las acciones y recursos que le competen. 
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El inc. 2 delega al Ministerio Público la responsabilidad de velar por la 
independencia de los órganos jurisdiccionales y por la recta 
administración de justicia. En este precepto se puede constatar lo 
importante que resulta premunir de autonomía al Ministerio Público. 
Como se recuerda, esta atribución fue criticada desde el Poder Judicial; 
se argumentaba que eran la propia Constitución y las leyes las 
verdaderas garantes de la independencia de los órganos 
jurisdiccionales, y no un órgano en especial. Esta afirmación parece 
certera; sin embargo, la misma realidad demuestra lo contrario. Es 
conocido el círculo de influencias en el que a veces se mueve el Poder 
Judicial y que atenta contra su independencia. La intención ha sido 
otorgarle al Ministerio Público el rol de supervisor de la función 
jurisdiccional. No basta que la ley preceptúe la independencia del Poder 
Judicial: se debe garantizar que así efectivamente ocurra. 
 
El inc. 3 establece la representación del Ministerio Público, en nombre 
de la sociedad, en los procesos judiciales. El inc. 3 del art. 250 de la 
Carta de 1979 decía “representar enjuicio a la sociedad”. No obstante, 
las sutiles diferencias de redacción, el fin es esencialmente el mismo: el 
Ministerio Público asume el interés de toda la sociedad y actúa en 
nombre de ella. Esta actuación se refiere específicamente a los 
procesos civiles y está concordada con lo establecido por la Ley 
Orgánica del Ministerio Público, que le asigna como función principal “la 
representación de la sociedad en juicio, para los efectos de defender a 
la familia, a los menores e incapaces y el interés social” (art. 1). 
 
El inc. 4 del artículo bajo comentario toca un tema muy importante: la 
conducción de la investigación del delito, que está a cargo del Ministerio 
Público. Esta responsabilidad se encontraba diseñada por el inc. 5 del 
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art. 250 de la Constitución derogada, pero bajo distintas características. 
El texto citado decía lo siguiente: “Vigilar e intervenir en la investigación 
del delito desde la etapa policial…” El nuevo texto establece: “Conducir 
desde su inicio la investigación del delito”. Hay, pues, una diferencia 
sustantiva, originada por la configuración de los verbos “vigilar” y 
“conducir”. Anteriormente el Ministerio Público sólo participaba en la 
investigación del delito “vigilando” que tal procedimiento se ajustara a 
los procedimientos legales. Con la nueva Constitución esta realidad 
cambia. Ahora serán los fiscales los que conduzcan la investigación, 
operando directamente todos los apremios judiciales para cumplir tal 
labor. 
 
El nuevo Código Procesal Penal, desarrolla de modo más específico la 
intervención del Ministerio Público. Dice el art. 91 de este cuerpo 
jurídico: “La etapa procesal de la investigación persigue reunir la prueba 
necesaria que permita al Fiscal decidir si formula o no acusación. Tiene 
por finalidad determinar: si la conducta incriminada es delictuosa, las 
circunstancias o móviles de su perpetración, la identidad del autor o 
partícipe y de la víctima, así como la existencia del daño causado”. 
 
El segundo párrafo de este art. 91 se refiere expresamente a las 
investigaciones: “La Policía y sus cuerpos especializados en 
criminalística, el Instituto de Medicina Legal, el Sistema Nacional de 
Control y todos los organismos del Estado que, por la naturaleza de las 
actividades, pueden aportar medios útiles al mejor esclarecimiento de 
los hechos y a la determinación de las responsabilidades a que hubiere 
lugar, deben prestar apoyo al fiscal. Las universidades, institutos 
superiores, organismos técnicos de los ministerios y cualquier otra 
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entidad pública o privada, están obligadas a proporcionar los informes y 
realizar los estudios que se les requiera”. 
 
Otra función importante del Ministerio Público es el ejercicio de la 
acción penal, que le confiere el inc. 5. En realidad, es una consecuencia 
de la actividad acusatoria que ejerce el Ministerio Público, que se 
manifiesta en el proceso penal mismo. Para DIEZ-PICAZO el Ministerio 
Público se trata de una estructura de agentes públicos cuya misión 
específica radica, precisamente, en el ejercicio de esa actividad 
acusatoria en nombre del Estado. 
 
La cuestión de fondo está en el hecho de asignarle al Ministerio Público 
la obligatoriedad del ejercicio de la acción penal. El propio profesor 
DIEZ-PICAZO nos aproxima a la función acusatoria del Ministerio 
Público en las democracias de Occidente, de las que proviene el 
modelo peruano. En los Estados Unidos se considera a la actividad 
acusatoria como parte integrante y fundamental de la acción ejecutiva. 
Es una decisión política la que determina el ejercicio de la acción penal. 
Ello se debe, en parte, a que los fiscales, a nivel local, son 
representantes elegidos por votación directa. 
 
En Inglaterra no existe deber jurídico alguno de ejercer la acción penal. 
Esta es normalmente ejercida por la policía, controlado todo ello por 
miembros especialmente designados por el gobierno. En Alemania el 
Ministerio Público puede ejercitar la acción penal siempre que esté 
frente a una notitia criminis verosímil. Además, este organismo depende 
del Poder Ejecutivo. En España la configuración del ejercicio de la 
acción penal es muy parecida al modelo peruano. Se apela a tal función 
en base al principio de legalidad que, por imperativo constitucional, 
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debe presidir la actuación del Ministerio Fiscal. En Francia -modelo 
primigenio tomado por las otras naciones- la regla general consiste en 
que el ejercicio de la acción penal es obligatorio; pero en virtud del 
principio de la opportunité de poursuites, el Ministerio de Justicia goza 
de discrecionalidad para ordenar al Ministerio Fiscal que abandone o, 
en su caso, que inicie una acusación. 
 
Visto un panorama más amplio, podemos llegar a la conclusión que el 
ejercicio de la acción penal en el Perú le ha sido delegado 
exclusivamente al Ministerio Público, de oficio o a petición de parte, lo 
cual se condice con el principio de la independencia absoluta diseñado 
para este organismo. Esta titularidad es refrendada por su Ley 
Orgánica. 
 
El inc. 6 se refiere a la obligación que tiene el Ministerio Público de 
emitir dictamen previo a las resoluciones judiciales en los casos que la 
ley contempla. Como se ve, esta función tiende a asegurar que todo 
proceso penal esté premunido de una opinión especializada, para 
proveer de elementos adecuados a fin de que las resoluciones sean 
equilibradas y justas. El Ministerio Público, al actuar como parte en un 
proceso o como opinante, está garantizando que dicho proceso llegue a 
un término adecuado. 
 
Finalmente, el inc. 7 trata sobre la iniciativa en la formación de leyes. 
Esto quiere decir que el Ministerio Público tiene la atribución de elevar 
al Presidente de la República los proyectos de ley y de reglamento que 
considere necesarios en las materias que le son propias. El Presidente 
de la República, en virtud del inc. 8 del art. 118, puede acoger estas 
sugerencias. El Ministerio Público también tiene la atribución de opinar 
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sobre los proyectos de ley que tengan relación con él y con la 
administración de justicia. Esta última atribución generalmente no ha 
sido asumida a plenitud. 
 
Al igual que en el caso del Poder Judicial, el Ministerio Público, en tanto 
organismo independiente, tiene la facultad de discutir y proponer su 
presupuesto. Naturalmente, éste debe ser sustentado ante el Poder 
Ejecutivo (Ministerio de Economía) y en el Congreso. El requisito que 
establece la Constitución es que el Presupuesto sea aprobado por la 
Junta de Fiscales Supremos. Ello ahora no es tan así, en la medida en 
que la Comisión Ejecutiva del Ministerio Público creada por la segunda 
disposición transitoria de la Ley N° 26623, ejerce la titularidad del pliego 
presupuestal. El presente es un artículo que, como muchos otros, no ha 
sido tomado en consideración por los operadores del poder. 
 
2. EL DERECHO A LA LIBERTAD: 
Una de las maneras en que se ve manifiesto el valor libertad, es la libertad 
personal, que ocupa un lugar sobresaliente, puesto que continuamente la 
privación de libertad se transforma en un medio para infringir contra los 
demás derechos fundamentales de la persona, reconocidos y amparados 
constitucionalmente, tales como la libertad de expresión, de asociación o el 
derecho a participar en la vida política, o bien la vulneración de la libertad 
obedece a motivos discriminatorios. 
Por ello, tal como lo menciona Serrano Gómez (1995) “el derecho a la 
libertad es tan importante como el derecho a la vida, ya que es un 
presupuesto indispensable para el ejercicio de los demás derechos 
inherentes al ser humano”. (Pág.776) 
En nuestro país el derecho a la libertad y seguridad personal ha sido 
consagrado en el art. 2.24 de la Constitución de Perú de 1993, ya que se 
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incluyen las restricciones y privaciones a la libertad; y un conjunto de 
derechos para su protección.  
Sin embargo, de la lectura de estos artículos, se concluye que, en 
cualquiera de estos presupuestos, antes de privar a una persona de libertad 
es necesario evaluar si sus actos se enmarcan dentro de los postulados de 
hecho previstos en la ley que habilitan la aplicación de esta medida. 
En contraste con lo anterior la privación de la libertad es una de las 
sanciones que el Estado puede imponer por la comisión de determinadas 
conductas punibles que deben están estipuladas en alguna normativa de 
índole penal.  
De ahí que, la primera garantía de la libertad física que debe ser observada 
por los operadores de la justicia es la prohibición de detenciones ilegales. 
Estas son las que se producen al margen de los supuestos de hecho y del 
procedimiento previsto en el ordenamiento jurídico de nuestro país para que 
proceda la privación de libertad de una persona. Al respecto, el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos señala en su artículo 9, inciso 
1, lo siguiente: «Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas 
fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta». 
En este sentido, el Código Procesal Penal, en el artículo VI de su Título 
Preliminar, señala que, en el marco de un proceso penal peruano, se 
restringen los derechos fundamentales, entre ellos la libertad física: 
Legalidad de las medidas limitativas de derechos, por lo que, las medidas 
que limitan derechos fundamentales, salvo las excepciones previstas en la 
Constitución, sólo podrán dictarse por la autoridad judicial, en el modo, 
forma y con las garantías previstas por la Ley. Se impondrán mediante 
resolución debidamente motivada, a instancia de la parte procesal 
legitimada. La orden judicial debe sustentarse en suficientes elementos de 
convicción, teniendo en consideración a la naturaleza y finalidad de la 
medida y al derecho fundamental objeto de limitación, así como respetar el 
principio de proporcionalidad. 
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En consecuencia, existen pronunciamientos acerca de la privación de 
libertad, ya que se trata de una limitación de un derecho fundamental; por 
ello, la CIDH, ha estipulado que el Estado se encuentra obligado a no 
restringir la libertad más allá de los límites “estrictamente necesarios", y 
que, en sede penal, tiene un carácter cautelar (SCIDH, "Caso Suarez 
Rosero, 12.11.97, parr. 77). Así pues, la CIDH ha determinado las 
siguientes condiciones para una correcta restricción de los derechos 
humanos (Opinión Consultiva OC-6/86, 9.5.86, "Asunto Expresión leyes en 
el art. 30° de la Convención"):  
1) Que se trate de una restricción expresamente autorizada por los 
instrumentos internacionales y en las condiciones particulares que 
estos permitan;  
2) Que tales restricciones estén dispuestas por leyes y se apliquen 
de conformidad con ellas; y,  
3) Que los fines para los cuales se establece la restricción sean 
legítimos, es decir, que obedezcan a razones de interés general y no 
se aparten del propósito para el cual han sido establecidos.  
En consecuencia, la privación de la libertad física solo puede efectuarse en 
ciertos casos y de acuerdo a los procedimientos previstos en la Constitución 
o la ley. De lo contrario, estaremos ante una privación de la libertad 
ilegalmente aplicada.  
En resumen, para que una persona sea privada de libertad no es suficiente 
que su conducta esté enmarcado dentro de los supuestos de hecho 
previstos por la ley. Se requiere, también, que exista una orden que autorice 
su aplicación, salvo en los casos de flagrante delito. Dicha orden, además, 
debe constar por escrito, encontrase debidamente motivada y ser expedida 
por una autoridad competente. 
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3. PRINCIPIO DE IMPUTACIÓN OBJETIVA. 
 
Según CARO JOHN (2003) “La teoría de la imputación objetiva es el 
producto de una progresiva tendencia a la normativización de la teoría del 
tipo, de cara a superar los múltiples problemas suscitados desde una 
perspectiva de signo puramente causalista a la que se aferraba el Derecho 
penal de inicios del siglo pasado”. (Pág.26) 
En tal sentido, Villavicencio (2006) menciona que la imputación objetiva se 
erige, en términos generales, en un sistema dirigido a limitar la 
responsabilidad jurídico-penal que se derivaría de la sola causación de un 
resultado lesivo (Pág. 321). Por ello, se puede afirmar que este instrumento 
normativo ha venido a convertirse en la actualidad en una teoría general 
que se ocupa de la «determinación de las propiedades objetivas y 
generales de un comportamiento imputable»; o como también la ha 
denominado JAKOBS (2007), una «teoría del significado del 
comportamiento», para convertirse decididamente en una teoría general de 
la conducta típica. (Pág.238) 
 
Por consiguiente, para Cancio (2001) argumenta que, el sistema de 
imputación objetiva el carácter autónomo de la persona juega un papel 
fundamental de modo tal que se constituye en un punto de referencia de la 
construcción dogmática en sí misma; con ello, por consiguiente, para el 
sistema de imputación resulta medular tomar como punto de partida la 
administración autónoma de la esfera de organización que le corresponde a 
cada ciudadano en su condición de persona, y es sobre esa base que se 
fundamenta la imputación objetiva en tanto mecanismo de delimitación de 
ámbitos de responsabilidad (Pág.66). Asimismo, Feijoo (2002) establece 
que el sistema de imputación toma como eje referencial siempre a una 
persona autónoma que es titular de una esfera de responsabilidad que ésta 
administra en ejercicio de su libertad y cuyas consecuencias lesivas tendrá 
que asumir a título de imputación (Pág. 284). 
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La teoría de la imputación objetiva tiene como precedente la filosofía 
idealista del derecho cuyo máximo representante es Hegel. Así es que la 
finalidad del concepto de acción postulado por Hegel y estudiado por la 
escuela hegeliana del siglo XIX se basaba en imputar al sujeto, de la 
multiplicidad de cursos causales, sólo aquellos que podían ser 
considerados como su obra.  
En este orden de ideas, imputación se concebía, en opinión del criminalista 
hegeliano Berner: “cargar algo objetivo en la cuenta del sujeto”. 
Posteriormente en el año 1870, época que estaba marcada por el auge del 
naturalismo penal; la idea de imputación personal por los hechos cometidos 
se trasladó a un segundo plano, ya que se impuso el dogma del principio 
causal.  
 
En ese contexto, el estudio tuvo como tema principal establecer si el autor 
había causado la lesión al bien jurídico mediante una conducta corporal 
voluntaria en el sentido del modelo de la conditio sine-qua-non. El concepto 
causal de la teoría de la equivalencia de condiciones por su alcance 
ilimitado y su ineficiencia para decidir algunos casos como la desviación del 
curso causal y la causalidad alternativa entre otros condujo a su abandono 
a inicios del siglo XX.  
 
Por ello, a partir de entonces se reconoció que el concepto causal ilimitado 
debía ser restringido únicamente al campo del tipo objetivo. En ese sentido, 
un primer paso para dar solución al problema dogmático que planteaba la 
equivalencia de condiciones fue la teoría de la condición adecuada, la cual 
no dejaba de ser extensiva por la dificultad de determinar cuál era la 
condición relevante. Fue entonces que, la teoría de la imputación objetiva 
nace en 1970 cuando Roxin en el libro de Homenaje a Honig plantea su 
vinculación con el criterio de creación de un riesgo jurídicamente relevante 
de una lesión típica del bien jurídico. 
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Conforme resume Roxin, a quien se considera el máximo representante de 
la teoría de la imputación objetiva vinculada al “principio de riesgo”, sintetiza 
la hipótesis de la imputación objetiva, de la siguiente manera, “un resultado 
causado por el sujeto que actúa, sólo debe ser imputado al causante como 
su obra y sólo cumple el tipo objetivo cuando el comportamiento del autor 
haya creado un riesgo no permitido para el objeto de acción (1) cuando el 
riesgo se haya realizado en el resultado concreto (2) y cuando el resultado 
se encuentre dentro del alcance del tipo (3)”.  
 
4. PRINCIPIO DE LEGALIDAD (TIPICIDAD) 
 
Para Polaino (2004) “El principio de legalidad penal es, en cuanto a su 
vigencia, una exigencia jurídica fundamental en todo sistema que se precie 
respetuosa de los derechos humanos. Es por ello, reconocido en la mayoría 
de los Códigos penales y de las Constituciones políticas del mundo. Así en 
el Perú se encuentra reconocido en el literal “d” del inciso 24) del artículo 2 
de la Constitución, al prescribir: “Nadie será procesado ni condenado por 
acto u omisión que al tiempo de cometerse no esté previamente calificado 
en la ley, de manera expresa e inequívoca, como infracción punible". 
Asimismo, ha sido recogido por la Declaración Universal de Derechos 
Humanos (artículo 11, numeral 2), la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos (artículo 9) y el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos (artículo 15)”. (Pág. 313) 
 
Según Jakobs (1995) este principio es conocido universalmente con el 
apotegma latino “nullum crimen, nulla poena, sine lege”; es decir “no hay 
delito, no hay pena, sin ley”. Las formulaciones latinas ordinarias del 
principio de legalidad –nulla poena sine lege (scripta, stricta, praevia, certa), 
nulla poena sine crimine, nullum crimen sine poena legali- provienen de 
Feuerbach, que las desarrolla como elemento de su teoría de la pena 
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(teoría de la conminación penal):La prevención general a través de la 
“coacción psicológica” actuaría con mayor eficacia cuando más rigurosa 
esté determinado el mal de la pena. (Pág. 79) 
 
El Estado liberal de Derecho se distingue según Elías Díaz (1972), por 
cuatro características: a) Imperio de la ley. b) División de poderes. c) 
Legalidad en la actuación administrativa y d) Garantías de derechos y 
libertades fundamentales. (Pág.19). Según Jakobs (1997), en la actualidad 
se le asignan al principio diferentes funciones. Por un lado, se dice que se 
específica al principio de culpabilidad, puesto que sólo cabe hablar de una 
“decisión defectuosa consciente, o reprochablemente inconsciente”, cuando 
“en el momento del hecho ya ha estado presente su punto orientador: la ley 
penal que especifica el tipo de injusto”. (Pág.79) 
 
Roxin (1997) es quizás el penalista que ha expuesto un desarrollo más 
acabado del principio de legalidad en la dogmática penal actual. Para él el 
principio de legalidad sirve para evitar la punición arbitraria y no calculable 
sin ley o basada en una ley imprecisa o retroactiva. Luego de explicar los 
postulados de “No hay delito sin ley” y “No hay pena sin ley” en el derecho 
alemán, pasa a tratar las cuatro consecuencias del principio de legalidad, a 
saber: 1.) la prohibición de Derecho consuetudinario para fundamentar y 
agravar la pena (nullum crimen, nulla poena sine lege scripta); 2.) La 
prohibición de retroactividad (nullum crimen, nulla poena sine lege praevia); 
3.) La prohibición de analogía (nullum crimen, nulla poena sine lege stricta); 
4.) La prohibición de leyes penales y penas indeterminadas (nullum crimen, 
nulla poena sine lege certa). Según Maurach (1994) la determinación del 
tipo emana inmediatamente del principio del Estado de Derecho y tiene su 
más importante ámbito de aplicación en el derecho penal, exigencia que se 
dirige al legislador y constituye el hilo conductor para la técnica legislativa. 
(Pág.158) 
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En este aspecto Bacigalupo (1999) opina que en general se sostiene que 
los elementos normativos (por ejemplo “obscenidad”) otorgan al juez una 
mayor libertad, pues requieren de una valoración para disponer del 
contenido aplicable, pero el legislador no quiere que el juez aplique sus 
valores personales sino los generales morales de la sociedad. El autor 
admite que la cuestión es discutible, e incluso los elementos descriptivos 
también requieren valoraciones para su comprensión. También refiere que 
la generalización reconoce límites a partir del momento que la disposición 
legal se convierte en una cláusula general, en la medida que no permita al 
ciudadano conocer qué está prohibido y qué está permitido. (Pág. 127) 
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SUB CAPÍTULO  
III 
 
Soluciones con respecto a las problemáticas jurídicas que presenta el 
proceso inmediato por flagrancia 
 
1. El proceso inmediato por flagrancia dentro de la normatividad penal 
adjetiva: 
 
El código procesal penal vigente a partir del año 2006 en el Perú y que se 
ha ido implementado de manera gradual en los distritos judiciales, es el 
instrumento legal por el cual se marca la transición entre del sistema 
inquisitivo al sistema acusatorio en el país; este cuerpo legal adjetivo se 
estructura sobre la base de un proceso matriz denominado proceso común, 
diseñado a partir de la existencia de tres fases bien marcadas: la 
investigación preparatoria, la etapa intermedia y el juicio oral; la primera de 
las etapas mencionadas es dirigida por el Ministerio Público, ente 
constitucionalmente autónomo que se encarga del ejercicio público de la 
acción penal y tiene el monopolio de la investigación en caso de delitos 
perseguibles mediante acción penal pública- específicamente fiscalía penal; 
la segunda etapa, es la denominada etapa intermedia, cuya dirección está a 
cargo del Juez de la Investigación preparatoria, se considera como una 
etapa filtro donde el Juez decide, si el caso tienen mérito para pasar a juicio 
oral o no, por ello es denominada etapa filtro o de saneamiento por algún 
sector de la doctrina; y, por último, se encuentra la etapa de juicio oral o 
también denominada juzgamiento, esta es definida por el mismo Código 
como la etapa estelar del proceso, debido a que aquí se determinará la 
culpabilidad del acusado o su inocencia, luego de la actuación probatoria a 
través de los principios de inmediación, contradicción, concentración y 
oralidad. 
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De lo arriba descrito, si bien es cierto el proceso común es el proceso que 
sirve como molde para el desarrollo del proceso penal peruano, también 
encontramos procesos especiales recogidos en el Código procesal penal; 
estos son: proceso de función pública, aquel dirigido contra altos dignatarios 
de la nación por comisión de delitos en ejercicio de su función; colaboración 
eficaz, que se realiza con la finalidad de, en ciertos delitos, recabar 
información relevante que permita la lucha contra los más graves delitos 
cometidos por organizaciones criminales, básicamente; proceso por faltas, 
el que se sustancia cuando se comenten acciones, típicas, antijurídicas y 
culpables que no lesionan gravemente los bienes jurídicos penales 
protegidos; proceso por ejercicio privado de la función pública, aquel en 
donde no interviene el Ministerio Público y la acción debe ser promovida por 
el directamente ofendido o su representante legal, se tramitan mediante esa 
vía: los delitos contra el honor, los delitos contra la intimidad, las lesiones 
leves culposas, entre otras; proceso de terminación anticipada, en donde, el 
imputado, durante la investigación preparatoria formalizada acepta los 
cargos formulados en su contra y es condenado en una audiencia privada, 
pero con una reducción de un sexto en la pena concreta a imponer; proceso 
de seguridad, que se dirige contra un investigado que tiene alguna 
anomalía psíquica, grave alteración de la conciencia que no le permita 
comprender el carácter delictuoso de su acto ni determinarse conforme a 
dicha comprensión; y, el proceso inmediato, aquel proceso que, en caso de 
flagrancia y otros supuestos, no hay investigación preparatoria formalizada, 
ni etapa ni etapa intermedia, sino que de las diligencias preliminares el 
proceso va directamente al juicio oral. Este proceso es aquel cuya incoación 
debe ser solicitada por parte del fiscal penal, en casos de flagrancia 
delictiva, suficiencia de elementos de convicción, confesión del imputado y 
además los delitos de conducción en estado de ebriedad e incumplimiento 
de obligación alimentaria; y donde el Juez de la investigación deberá 
aprobar dicho requerimiento fiscal, debiendo, luego de ello, el fiscal formular 
acusación y dirigirla al juez del juicio oral, quien dictará auto de 
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enjuiciamiento y autos de citación a juicio, realizando el juicio y 
determinando la culpabilidad o inocencia del acusado.   
 
2. Solución a los problemas del proceso inmediato por flagrancia: 
 
2.1. De facultativo a obligatorio: la autonomía del Ministerio Publico: 
 
Dentro de este proceso especial un primer problema tiene que ver 
con la obligatoriedad de solicitud de incoación del proceso 
inmediato; explicando ello diremos que, se ha suscitado reside en 
determinar si la existencia del proceso inmediato obligatorio a raíz de 
la modificatoria del artículo 447 del código procesal penal, vulnera la 
autonomía del Ministerio Público. Esto es, identificar si el tránsito de 
ser un proceso especial inmediato facultativo a uno de carácter 
obligatorio se desvirtúa las funciones del Ministerio Público como un 
ente constitucionalmente autónomo (Guardia, 2016)3. Como se sabe 
este proceso especial, en un inicio (artículo 446 original del nuevo 
código procesal penal), tenía como características ser facultativo, es 
decir, la fiscalía podía decidir si optaba, en los supuestos que la ley 
establece, por solicitar la incoación del proceso inmediato o, por 
seguir el proceso según las normas del proceso común (San Martín, 
2016); sin embargo, a partir de la puesta en vigencia del decreto 
legislativo Nº 1194 del 30 de agosto de 2015, se reformó el artículo 
446 del código procesal penal, instaurándose la obligatoriedad de la 
fiscalía –en los supuestos que la ley establece- de solicitar la 
incoación del proceso inmediato, bajo apercibimiento de 
responsabilidad administrativa.   
La constitucionalidad de la obligatoriedad del proceso inmediato, ha 
querido ser salvada, vía interpretación por parte del Acuerdo plenario 
                                                          
3
 Sostenemos que debido al poco uso que se le daba a este proceso, ya que era de utilización 
preferente por el ente persecutor, la variante de la acusación directa, dentro del proceso común, 
tal y como lo refiere el artículo 336 inciso 4 del Código Procesal Penal.  
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extraordinario 2-2016 CJ/116, sosteniéndose que, por ejemplo, si no 
existen elementos suficientes no debiera solicitarse su incoación, o el 
acusado puede previamente celebrar un principio de oportunidad o 
acuerdo reparatorio. Desde nuestro punto de vista, y tal y como lo 
han hecho saber algunos jueces supremos en sus votos singulares4, 
el artículo 446 del código procesal penal, lo que hace es obligar e 
imponer al fiscal solicitar el inicio de proceso inmediato 
vulnerándose con ello la autonomía del Ministerio Público regulado 
en el artículo 158, así como la facultad regulada en el artículo 159 en 
concordancia con el artículo 61 del código procesal penal que 
establecen que al ser el titular de la acción penal, es a este ente al 
que le corresponde el diseño de la estrategia de la investigación, la 
misma que debe armonizar con el respeto de los derechos de todas 
las partes del proceso; esto es, debe ser el fiscal encargado del caso, 
quien en el caso particular debe decidir el inicio del proceso 
inmediato o la continuar un proceso común. Que el legislador haya 
configurado como obligatoriedad de la fiscalía de solicitar el proceso 
inmediato constituye una flagrante intromisión en la autonomía de 
esta institución de derecho público.  
Así pues, en ese sentido se ha pronunciado la corte Suprema “…Tal 
exigencia u obligatoriedad de incoación, vulnera el principio 
constitucional de autonomía del Ministerio Público que el artículo 158 
de la Constitución Política del Perú le otorga como titular en el 
ejercicio de la acción penal en tanto que el inciso 1, del artículo 61 
del Código Procesal Penal atribuye al fiscal, independencia de 
criterio como estratega en el proceso, por lo que le corresponde 
elegir la vía más idónea para la consecución de los fines del 
procesamiento; pudiendo por tanto requerir el inicio del 
                                                          
4 Fundamento Jurídico propio de los señores jueces supremos Rodríguez Tineo, Salas Arenas e 
Hinostroza Pariachi, sobre la legitimidad de requerir obligatoriamente la incoación del proceso 
impuesta al Ministerio Público. 
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encausamiento inmediato cuando razonadamente considere se 
encuentren cumplidos los fines de la investigación” 
No hay que olvidar que el ordenamiento legal se debe elegir en 
absoluta concordancia y respeto de la Constitución; así pues, el 
artículo 158 de la constitución establece que el Ministerio Público es 
autónomo, ello quiere decir que, es un ente constitucional que solo 
debe atar su funcionamiento a la ley y la constitución y no debe 
obedecer a presiones de los poderes públicos o algún otro órgano 
constitucional (Bernales, 1996). Tal principio se comparte con las 
demás instituciones constitucionales y los poderes del Estado5, 
debido a que según el artículo 159 de la constitución política del 
Estado es a este órgano al que le corresponde la investigación del 
delito así como determinar la estrategia de la investigación. Al 
haberse hecho el proceso inmediato obligatorio, tal posibilidad 
termina siendo restringida, pues el legislador (poder legislativo) está 
ingresando en la esfera de función que le corresponde al Ministerio 
Público. debe ser el Ministerio Público debe decidir, por ser titular de 
la acción penal, si solicita proceso inmediato o se inicia el proceso 
común, en palabras de la Corte Supremas “de considerar (el 
Ministerio Público) que la vía inmediata no es adecuada para el caso 
en concreto por presentarse complejidades normativamente previstas 
o fácticas, más allá de las estrictamente normativas, puede 
motivadamente, promover el proceso común o el que corresponda, 
aun cuando se den los supuestos para el inicio del proceso 
inmediato, sin que ello implique responsabilidad funcional en su 
actuación”.  
                                                          
5
.  Sostenemos que el Ministerio Publico es un ente que no debe obedecer a la injerencia de los 
poderes del Estado sino que debe realizar su función en respeto de los derechos fundamentales 
y las obligaciones que la constitución le impone, alejado de todo atisbo intromisión en sus 
tareas constitucionales. 
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No hay que perder de vista que si bien el acuerdo plenario6 ha 
querido interpretar que a pesar de que la norma expresamente 
señala que el proceso inmediato en los casos o supuestos 
establecidos en la ley es obligatorio, no es una imposición que ha 
hecho el legislador a quien debe encargarse el diseño de la 
investigación del delito, debido a que se pueden, los investigados, 
someterse a un principio de oportunidad; sin embargo nosotros 
sostenemos que esa es una interpretación por encima del texto 
expreso y claro de la ley que obliga al fiscal, bajo sanción 
disciplinario administrativa que- de darse algún supuesto de proceso 
inmediato- solicite la incoación de proceso inmediato; lo cual podría 
ser peligroso, porque podría no tener suficientes elementos de 
convicción y luego pruebas para afrontar el inmediato juicio oral. 
Sostenemos, que la norma procesal aludida, al ser inconstitucional, 
ser inaplicada por los operadores, vía control constitucional difuso, o 
en su defecto, que sea el Tribunal constitucional que la deje sin 
efecto, a consecuencia de una demanda de inconstitucionalidad, de 
tal forma que se retorne a la formula facultativa por la que se optó 
primigeniamente.   
244-2016 La libertad: 
[S]i bien es cierto los medios de defensa técnicos 
como las excepciones, pueden resolverse de 
oficio por el juez, ello debería tener lugar luego 
de un análisis concienzudo no solo de las 
circunstancias de la intervención en flagrancia, 
para decidir el proceso inmediato, sino y 
además, el de no afectar en general el derecho a 
la prueba y en específico el principio acusatorio 
                                                          
6
 Votos en mayoría de los Jueces Supremos penales de las salas penales parmente y las 
transitorias. 
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que permite al fiscal, como titular de la acción 
penal y responsable de la carga de la prueba, 
conforme al artículo IV, del Título Preliminar, del 
Código Procesal Penal, decidir la investigación 
preparatoria para el acopio de los elementos 
probatorios necesarios que hagan exitosa la 
prosecución de la acción penal y 
consecuentemente la efectivizarían del ius 
puniendi (derecho a sancionar), cuando no 
cuente con aquellos para incoar un proceso 
inmediato. En el presente caso, la decisión del 
fiscal de iniciar investigación preparatoria, lo fue 
con el objeto de dar cumplimiento al artículo 
321.1 del Código Procesal Penal. 
2.2. El derecho a la libertad: Detención hasta la audiencia de 
incoación, sin requerimiento de prisión preventiva:  
Otra problemática que se abordará es la ampliación de la 
detención del imputado, hasta la realización de la audiencia de 
incoación de proceso inmediato, cuando la fiscalía no ha 
requerido prisión preventiva; esto es, el fiscal debe – según la 
norma- solicitar el inicio del proceso inmediato ante el Juez de 
Investigación preparatoria, en ese mismo requerimiento de incoación 
de proceso inmediato puede, de ser el caso, requerir la imposición de 
una medida de coerción (prisión preventiva, comparecencia con 
restricciones), ante ello el Juez, debe realizar la audiencia dentro 
de las cuarenta y ocho horas, debiendo mantener detenido al 
investigado, hasta la realización de la audiencia, haya o no el 
Fiscal requerido la medida de coerción personal de prisión 
preventiva; es decir, si el investigado es detenido en flagrancia 
delictiva o por detención preliminar judicial, así el fiscal solicite o no 
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prisión preventiva con el requerimiento de incoación de proceso 
inmediato, el imputado debe permanecer detenido hasta la 
realización de la audiencia, la que se debe realizar en un plazo 
máximo de cuarenta y ocho horas. 
Así las cosas, si solicita la incoación del proceso especial inmediato, 
estando detenido el investigado, habiendo requerido el fiscal la 
prisión preventiva, resulta imperioso mantener la detención del 
investigado hasta la realización de la audiencia  única de incoación 
del proceso inmediato, pues, sería ilógico otorgar al imputado 
libertad, ya que sabiendo el investigado que hay un pedido fiscal de 
prisión preventiva en su contra, simplemente no se presentaría a la 
audiencia de ese propósito, impidiendo con ello la eficacia del 
proceso penal; sin embargo, el problema se presenta cuando el 
fiscal, estando el investigado con una detención preliminar en 
flagrancia o por detención preliminar judicial, solicita la 
incoación de proceso inmediato pero sin que requiera la 
imposición de una prisión preventiva, en ese caso, no tendría 
por qué el imputado seguir en estado de detención hasta la 
realización de la audiencia de dicha audiencia; ello porque la 
Constitución Política del Perú, no permite que fuera de los supuestos 
en ella especificados proceda o se mantenga la detención de una 
persona, por más que la ley lo establezca, recordemos que la norma 
fundamental, es la norma suprema y ninguna ley o norma con rango 
de ley puede ser contraria a ella, atrás debe quedar el Juez boca de 
la ley, sino que es obligación del magistrado preferir la Constitución 
por encima de la Ley; además, quienes defienden esta disposición 
legal en la práctica, argumentan que es necesario mantener detenido 
al imputado con la finalidad que en la audiencia de incoación de 
proceso inmediato se pueda someter a algún medio de simplificación 
procesal: terminación anticipada o acuerdo reparatorio o principio de 
oportunidad; sobre este argumento hay que decir, que esas 
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instituciones de simplificación en el proceso penal como la 
terminación anticipada, el principio de oportunidad o el acuerdo 
reparatorio, tienen su fundamento constitucional en el principio de 
consenso y es, por tanto, necesaria la aquiescencia o voluntad del 
acusado para someterse a la celebración de estos mecanismos 
simplificados alternos a la sentencia penal, es decir, si el investigado 
desea someterse a alguno de estas salidas, se presentará 
voluntariamente el día de la audiencia; y, por último, carece de 
razonabilidad la medida de mantener la detención del imputado por el 
plazo de 48 horas, puesto que la audiencia de incoación de proceso 
inmediato, es una diligencia cuya naturaleza es de contenido técnico 
jurídico, donde se discuten los fundamentos y argumentos de 
procedencia de este proceso especial, para ello basta la presencia 
del abogado defensor técnico del imputado, mas no así la presencia 
del imputado. 
La doctrina ya se ha manifestado sostiene que Como sostiene, como 
lo hace por ejemplo, Celis Amaya “El problema radica en que no se 
comprendió que vencido el plazo de 24 horas el ciudadano detenido 
debe ser puesto a disposición de la autoridad judicial –garante de la 
libertad– con una finalidad constitucional: el control constitucional y 
legal de la detención para evitar detenciones arbitrarias, decidir la 
corrección de ésta.” Continúa el profesor explicando que “Es urgente 
la tarea impostergable de configurar la operatividad de una audiencia 
de control de la legalidad de la detención. La realización de esta 
audiencia es un imperativo constitucional; se pone al detenido a 
disposición de la autoridad judicial, para evitar privaciones arbitrarias 
de libertad de los ciudadanos” (Mendoza, 2018), en el mismo sentido 
se pronuncia el profesor Gonzalo del rio, para quien el derecho 
libertad se lesiona cuando, sin necesidad real de obligación o 
sujeción al proceso a un investigado se le tiene detenido hasta por el 
plazo máximo de cuarenta y ocho horas más la detención en 
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flagrancia de cuarenta y ocho más (artículo 2. 24 f. de la 
Constitución) (Del Rio, 2014). 
Una interpretación a partir de lo que señala Cesar San Martín, para 
quien “el requerimiento de incoación de proceso inmediato hace las 
veces de disposición de formalización” (San Martín, 2016), entonces 
nos conduce a pensar que tal y como sucede en el proceso común, 
solo es necesario acompañar a la formalización de la investigación el 
requerimiento de prisión preventiva (artículo 236. Inciso 2) y 
mantener al detenido, cuando se solicita dicha medida de coerción 
(artículo 268 del Código Procesal Penal), por lo que, si hace una 
interpretación sistemática, lo mismo debiera suceder con la incoación 
del proceso inmediato, que a su requerimiento se acompañe el de 
prisión y se mantenga detenido al imputado, cuando se ha solicitado, 
justamente, la prisión preventiva, excluyendo. En el mismo sentido 
Mendoza Amaya, sostiene que. “…La emergencia del proceso 
inmediato continúa, puesto que el imputado permanecerá detenido 
otras 48 horas -art. 447 del CPP, que sumadas a las 24 (debió decir 
48 en atención a la reforma del artículo 2. 24 f de la Constitución) 
horas transcurridas desde la detención hacen 72 horas- tres días de 
detención-. No obstante, esta disposición que extiende la detención 
hasta 72 (debió decir 96) horas, solo se justificaría si se solicita 
prisión preventiva” (Amaya, 2017), como se puede advertir el 
magistrado, criticando que la audiencia se haga esperando las 48 
horas, sostiene que tal actuación sería, en el peor de los casos, 
justificable- aunque repara en ello- si se solicita por parte del fiscal de 
la causa la detención. 
 
Es más a nivel casuístico encontramos que en un caso en Huaraz, 
el juez sostuvo que: “El Juez, dentro de las cuarenta y ocho horas 
(48) siguientes al requerimiento fiscal, realiza una Audiencia única de 
Incoación para determinar la procedencia del proceso inmediato. La 
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detención del imputado se mantiene hasta la realización de la 
Audiencia. …Dicho apartado ha sido modificado a fin de que pueda 
resolverse su situación jurídica, aquellas personas detenidas en 
casos de flagrancia delictiva lo más urgente posible, ya sea 
acumulativamente con un pedido de prisión preventiva u otra medida 
de coerción que justifique la prolongación de la detención”, con lo 
que corroboramos que en esta decisión se justifica la detención y la 
proximidad de la realización de la audiencia con la prolongación de la 
detención en caso de detenidos en flagrancia contra los que pese 
requerimientos de prisión preventiva.(Expediente N° 0666-2018- JR-
PE-04 Cuarto Juzgado de investigación preparatoria en 
flagrancia SEDE CENTRAL- HUARAZ). 
 
2.3. Audiencia de incoación: imputación necesaria y análisis de 
tipicidad: 
 
Un último problema que merece tratarse con respecto a la aplicación 
del proceso inmediato por flagrancia es la necesidad de realizar un 
control de imputación necesaria y tipicidad dentro de la discusión 
sobre la legalidad de la detención en flagrancia (obligatorio con el 
Decreto Legislativo 1298), pues la flagrancia es un estado que se 
aúna a la comisión de un delito, el mismo que debe estar 
debidamente detallado en el requerimiento de incoación y no de 
forma genérica, pues ello lesionaría el principio de imputación 
necesaria; en ese sentido sostenemos que, tal y como la afirman la 
Casación 724-2015 Piura “…en lo atinente a la imputación 
necesaria, su análisis se corresponde con el principio de intervención 
indiciaria y, por tanto, el delito -es evidente que si los cargos no son 
concretos y no definen, desde las exigencias de imputación objetiva 
y subjetiva, todo lo penalmente relevante, no pasará…”, ello quiere 
decir, que sin una imputación concreto no podemos empezar el 
análisis de la flagrancia como estado, por lo que su discusión se 
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tornará imposible, ya que si la conducta incriminatoria no es clara, el 
estado de esa conducta , esto es, la flagrancia, tampoco se podrá 
apreciar con claridad.  
 
En ese mismo sentido, con respecto a la tipicidad, pues, si no existe 
delito no es posible por lógica consecuencia hablar del estado de 
flagrancia en la comisión del delito, en ese sentido conforme lo 
advierte la casación 564-2016 Loreto, “La apariencia de delito es un 
presupuesto… cuyo alcance es definido no solo desde una 
perspectiva sustantiva (que el hecho imputado esté regulado en la 
normativa penal y que sea subsumible en ella según criterios 
objetivos y subjetivos…En esa medida, la evaluación del hecho debe 
realizarse conforme con los criterios propios de la teoría de la 
imputación objetiva y subjetiva, en cuanto al análisis de la probable 
realización del injusto penal”. Ello, en suma, quiere decir, que no 
habrá flagrancia de un delito si la conducta no es constitutiva de 
delito, por ello es necesaria esa discusión previamente al 
contradictorio de la legalidad de la detención. 
Por lo antes expuesto, sostenemos que el proceso inmediato debe, 
como antes lo fue, ser una facultad con la que cuente el fiscal, y no 
una imposición legal, ello armonizará con su autonomía como 
director de la investigación, según la norma constitucional. Así, 
mismo, sostenemos que la detención solo debe durar hasta que se 
instale la audiencia de incoación de proceso inmediato, cuando se 
requiera prisión preventiva, de lo contrario se lesiona el derecho a la 
libertad, cuando lo que se debe discutir es cuestiones técnicas. Por 
último, sostenemos que es el correcto que se haya establecido la 
obligación de realizar un control de la detención en flagrancia, sin 
embargo, para analizar ello debe haber una conducta delimitada de 
forma concreta y además, esta debe ser típica, ello debiera discutirse 
dentro de la audiencia de ese propósito 
81 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
CAPÍTULO III 
MARCO METODOLÓGICO 
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1. Materiales:  
 
1.1. Legislación:  
 Constitución Política del Perú de 1993 
 Código Procesal Penal 
1.2. Doctrina: 
 Autores nacionales. 
1.3. Jurisprudencia: 
 Acuerdo Plenario No 02 – 2016 extraordinario, proceso 
inmediato reformado. 
 Casación 1130 -2017 San Martin Irrelevancia de la 
gravedad de la pena sino que se den los presupuestos del 
proceso inmediato) 
 Casación 842 – 2016 Sullana (la flagrancia como 
presupuesto del proceso inmediato. 
 Casación 244 – 2016 la libertad Juez de oficio no puede 
ordenas proceso inmediato. 
 
2. Métodos de investigación:  
 
2.1. Métodos Lógicos: 
 
 Método Deductivo 
Mediante este método, pudimos llegar a determinar la 
problemática latente en el proceso inmediato por flagrancia, 
partiendo del conocimiento general que nos brinda la 
doctrina y todo el material bibliográfico utilizado. 
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 Método Analítico-  sintético: 
Se analizó básicamente el fin por el cual fue modificado el 
proceso inmediato, ya que sustentan la postura asumida en 
la investigación (analítico) y logramos unificar el 
conocimiento que permita derivar en los resultados y las 
conclusiones (sintético) respecto de los problemas que 
presenta el proceso inmediato. 
 
2.2. Métodos Jurídicos: 
 
 Método Hermenéutico: 
Este método me facilitó la posibilidad de poder interpretar 
los alcances del proceso inmediato, así como de las 
instituciones a las que llegamos como conclusión que se 
ven vulnerados por este proceso especial. . 
 
 Método Doctrinario: 
Método referido básicamente al análisis de la dogmática, en 
las ciencias jurídicas específicamente las ideas de los 
juristas referido a temas jurídicos de relevancia. Este 
método fue de utilidad, para seleccionar información con 
bases doctrinarias, extrayendo las distintas posiciones 
referidos a los cuestionamientos al proceso inmediato. 
3. Técnicas e Instrumentos: 
 Fichaje: 
Con esta técnica se registró los datos e información relevante 
sobre el tema en el instrumento ficha, organizando la información 
que sobre los materiales se obtenga.  El instrumento usado fue 
la ficha. 
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 Análisis documental: 
Mediante esta técnica se analizaron como en la práctica se viene 
aplicando este proceso inmediato (casaciones y acuerdo 
plenario), el instrumento fue el registro de análisis documental. 
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CONCLUSIONES 
 
 
1. La naturaleza facultativa del proceso inmediato, la no mantención del 
imputado hasta la celebración de la audiencia de incoación de proceso 
inmediato cuando no se requiera prisión preventiva, así como, la 
satisfacción de la garantía de tipicidad e imputación necesaria en el 
requerimiento fiscal de incoación de proceso inmediato, y en el de prisión 
preventiva, permiten que el proceso inmediato, sea un proceso que 
garantice el respeto de los derechos fundamentales de los sujetos en el 
proceso. 
 
2. El proceso inmediato, pasó de ser una facultad del Ministerio Público a una 
obligación; en ese sentido a pesar que la jurisprudencia, casación y 
acuerdo plenario, se ha esforzado en relativizar y explicar que no es 
obligatorio, la ley lo impone de forma imperativa, por lo que, siendo así, ello 
vulnera la autonomía del Ministerio Público, quien es el encargado de la 
dirección de la investigación; en ese sentido se deber implicar la norma que 
contiene la obligatoriedad del proceso inmediato, o hacer una modificación 
de lege ferenda. 
 
 
3. Durante el desarrollo del proceso inmediato, el código procesal penal 
señala, que es necesario mantener la detención del imputado, hasta la 
realización de la audiencia de “incoación del proceso inmediato, sin 
embrago, tal regulación es incompatible con el derecho a la libertad, pues 
carece de razonabilidad mantener la detención si  no hay pedido de prisión 
preventiva, en tal supuesto, se debiera poner en libertad al detenido, quien 
luego de considerarlo, puede acudir a la audiencia referida, para, de ser el 
caso, concretar una salida alternativa.  
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4. En la audiencia de control de proceso inmediato, en la que también se 
revisa las medidas de coerción, como la prisión preventiva, es necesario, 
que realice, antes de todo, la tipicidad de la conducta imputada, así como 
se exija el respeto de la imputación necesaria formulada en el requerimiento 
de incoación y de prisión preventiva, para de este modo evitar un proceso, 
que pueda vulnerar el derecho de defensa; de ahí que, es importante, 
satisfacer estas exigencias para un debido proceso con respeto de la 
máxima garantía de la defensa. 
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RECOMENDACIONES  
 
 Se recomienda que se hagan modificaciones legales para que el proceso 
inmediato vuelva a ser facultativo y de este modo guarde relación con la 
autonomía del Ministerio Público; se establezca normativamente que la 
mantención de la detención solo se mantenga hasta cuando exista un 
requerimiento de prisión preventiva; y, que se regule la discusión de la 
tipicidad y la imputación necesaria antes de verificar la procedencia o no del 
proceso inmediato. 
 
 Se recomienda a los operadores de justicia, básicamente jueces y fiscales, 
que evalúen los principios y garantías y no solo se aplique la ley de forma 
literal, en aplicación de su potestad de control difuso. 
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2. Recurso de Casación N° 244-2016/ La Libertad  
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3. Casación N° 842-2016/ Sullana 
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4. Casación N° 1130-2017/ San Martin  
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